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ANEXO I 

DECRETO SUPREMO N° 043-2003-PCM 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO: 

Que, mediante Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
se promueve la transparencia de los actos del Estado y regula el derecho fundamental 
del acceso a la información consagrado en el numeral 5 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú; 

Que, mediante Ley Nº 27927 se modifican y agregan algunos artículos a la Ley Nº 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, facultándose al Poder 
Ejecutivo a publicar, a través de Decreto Supremo, el Texto Único Ordenado 
correspondiente; 

De conformidad con el artículo 118 inciso 8 de la Constitución Política del Perú, el 
artículo 3 inciso 2 del Decreto Legislativo Nº 560 y el artículo 2 de la Ley Nº 27927; 

DECRETA: 

Artículo 1.- Apruébase el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, que consta de cuatro (4) Títulos, dos 
(2) Capítulos, treintiseis (36) Artículos, y tres (3) Disposiciones Transitorias, 
Complementarias y Finales, los cuales forman parte integrante del presente Decreto 
Supremo. 

Artículo 2.- El presente Decreto Supremo será refrendado por el Presidente del Consejo 
de Ministros. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós días del mes de abril del año dos 
mil tres. 

ALEJANDRO TOLEDO 

Presidente Constitucional de la República 

LUIS SOLARI DE LA FUENTE 

Presidente del Consejo de Ministros 

 

TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY Nº 27806, LEY DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- Alcance de la Ley 

La presente Ley tiene por finalidad promover la transparencia de los actos del Estado y 
regular el derecho fundamental del acceso a la información consagrado en el numeral 5 
del artículo 2 de la Constitución Política del Perú. 

El derecho de acceso a la información de los Congresistas de la República se rige 
conforme a lo dispuesto por la Constitución Política del Perú y el Reglamento del 
Congreso. 

Artículo 2.- Entidades de la Administración Pública 

Para efectos de la presente Ley se entiende por entidades de la Administración Pública a 
las señaladas en el Artículo I del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General. 
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Artículo 3.- Principio de publicidad 

Todas las actividades y disposiciones de las entidades comprendidas en la presente Ley 
están sometidas al principio de publicidad. 

Los funcionarios responsables de brindar la información correspondiente al área de su 
competencia deberán prever una adecuada infraestructura, así como la organización, 
sistematización y publicación de la información a la que se refiere esta Ley. 

En consecuencia: 

1. Toda información que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones 
expresamente previstas por el artículo 15 de la presente Ley. 

2. El Estado adopta medidas básicas que garanticen y promuevan la transparencia en la 
actuación de las entidades de la Administración Pública. 

3. El Estado tiene la obligación de entregar la información que demanden las personas 
en aplicación del principio de publicidad. 

La entidad pública designará al funcionario responsable de entregar la información 
solicitada. 

Artículo 4.- Responsabilidades y Sanciones 

Todas las entidades de la Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo 
estipulado en la presente norma. 

Los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a que se 
refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo ser 
incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a que 
hace referencia el artículo 377 del Código Penal. 

El cumplimiento de esta disposición no podrá dar lugar a represalias contra los 
funcionarios responsables de entregar la información solicitada. 

 

TÍTULO II 

PORTAL DE TRANSPARENCIA 

Artículo 5.- Publicación en los portales de las dependencias públicas 

Las entidades de la Administración Pública establecerán progresivamente, de acuerdo a 
su presupuesto, la difusión a través de Internet de la siguiente información: 

1. Datos generales de la entidad de la Administración Pública que incluyan 
principalmente las disposiciones y comunicados emitidos, su organización, organigrama, 
procedimientos, el marco legal al que está sujeta y el Texto Único Ordenado de 
Procedimientos Administrativos, que la regula, si corresponde. 

2. La información presupuestal que incluya datos sobre los presupuestos ejecutados, 
proyectos de inversión, partidas salariales y los beneficios de los altos funcionarios y el 
personal en general, así como sus remuneraciones. 

3. Las adquisiciones de bienes y servicios que realicen. La publicación incluirá el detalle 
de los montos comprometidos, los proveedores, la cantidad y calidad de bienes y 
servicios adquiridos. 

4. Actividades oficiales que desarrollarán o desarrollaron los altos funcionarios de la 
respectiva entidad, entendiéndose como tales a los titulares de la misma y a los cargos 
del nivel subsiguiente. 

5. La información adicional que la entidad considere pertinente. 

Lo dispuesto en este artículo no exceptúa de la obligación a la que se refiere el Título IV 
de esta Ley relativo a la publicación de la información sobre las finanzas públicas. 
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La entidad pública deberá identificar al funcionario responsable de la elaboración de los 
portales de Internet. 

Artículo 6.- De los plazos de la Implementación 

Las entidades públicas deberán contar con portales en Internet en los plazos que a 
continuación se indican: 

a) Entidades del Gobierno Central, organismos autónomos y descentralizados, a partir 
del 1 de julio de 2003. 

b) Gobiernos Regionales, hasta un año después de su instalación. 

c) Entidades de los Gobiernos Locales Provinciales y organismos desconcentrados a 
nivel provincial, hasta un año desde el inicio del nuevo período municipal, salvo que las 
posibilidades tecnológicas y/o presupuestales hicieran imposible su instalación. 

d) Entidades de los Gobiernos Locales Distritales, hasta dos años contados desde el 
inicio del nuevo período municipal, salvo que las posibilidades tecnológicas y/o 
presupuestales hicieran imposible su instalación. 

e) Entidades privadas que presten servicios públicos o ejerzan funciones administrativas, 
hasta el 1 de julio de 2003. 

Las autoridades encargadas de formular los presupuestos tomarán en cuenta estos 
plazos en la asignación de los recursos correspondientes. 

 

TÍTULO III 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO 

Artículo 7.- Legitimación y requerimiento inmotivado 

Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier entidad de la 
Administración Pública. En ningún caso se exige expresión de causa para el ejercicio de 
este derecho. 

Artículo 8.- Entidades obligadas a informar 

Las entidades obligadas a brindar información son las señaladas en el artículo 2 de la 
presente Ley. 

Dichas entidades identificarán, bajo responsabilidad de su máximo representante, al 
funcionario responsable de brindar información solicitada en virtud de la presente Ley. 
En caso de que éste no hubiera sido designado las responsabilidades administrativas y 
penales recaerán en el secretario general de la institución o quien haga sus veces. 

Las empresas del Estado están sujetas al procedimiento de acceso a la información 
establecido en la presente Ley. 

Artículo 9.- Personas jurídicas sujetas al régimen privado que prestan servicios 
públicos 

Las personas jurídicas sujetas al régimen privado descritas en el inciso 8) del Artículo I 
del Título Preliminar de la Ley Nº 27444 que gestionen servicios públicos o ejerzan 
funciones administrativas del sector público bajo cualquier modalidad están obligadas a 
informar sobre las características de los servicios públicos que presta, sus tarifas y sobre 
las funciones administrativas que ejerce. 

Artículo 10.- Información de acceso público 

Las entidades de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información 
requerida si se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, 
soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
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Asimismo, para los efectos de esta Ley, se considera como información pública cualquier 
tipo de documentación financiada por el presupuesto público que sirva de base a una 
decisión de naturaleza administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 

Artículo 11.- Procedimiento 

El acceso a la información pública se sujeta al siguiente procedimiento: 

a) Toda solicitud de información debe ser dirigida al funcionario designado por la entidad 
de la Administración Pública para realizar esta labor. En caso de que éste no hubiera 
sido designado, la solicitud se dirige al funcionario que tiene en su poder la información 
requerida o al superior inmediato. 

b) La entidad de la Administración Pública a la cual se haya presentado la solicitud de 
información deberá otorgarla en un plazo no mayor de siete (7) días útiles; plazo que se 
podrá prorrogar en forma excepcional por cinco (5) días útiles adicionales, de mediar 
circunstancias que hagan inusualmente difícil reunir la información solicitada. En este 
caso, la entidad deberá comunicar por escrito, antes del vencimiento del primer plazo, 
las razones por las que hará uso de tal prórroga, de no hacerlo se considera denegado el 
pedido. 

En el supuesto de que la entidad de la Administración Pública no posea la información 
solicitada y de conocer su ubicación y destino, esta circunstancia deberá ser puesta en 
conocimiento del solicitante. 

c) La denegatoria al acceso a la información se sujeta a lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo 13 de la presente Ley. 

d) De no mediar respuesta en los plazos previstos en el inciso b), el solicitante puede 
considerar denegado su pedido. 

e) En los casos señalados en los incisos c) y d) del presente artículo, el solicitante puede 
considerar denegado su pedido para los efectos de dar por agotada la vía administrativa, 
salvo que la solicitud haya sido cursada a un órgano sometido a superior jerarquía, en 
cuyo caso deberá interponer el recurso de apelación para agotarla. 

f) Si la apelación se resuelve en sentido negativo, o la entidad correspondiente no se 
pronuncia en un plazo de diez (10) días útiles de presentado el recurso, el solicitante 
podrá dar por agotada la vía administrativa. 

g) Agotada la vía administrativa el solicitante que no obtuvo la información requerida 
podrá optar por iniciar el proceso contencioso administrativo, de conformidad con lo 
señalado en la Ley Nº 27584 u optar por el proceso constitucional del Hábeas Data, de 
acuerdo a lo señalado por la Ley Nº 26301. 

Artículo 12.- Acceso directo 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las entidades de la Administración 
Pública permitirán a los solicitantes el acceso directo y de manera inmediata a la 
información pública durante las horas de atención al público. 

Artículo 13.- Denegatoria de acceso 

La entidad de la Administración Pública a la cual se solicite información no podrá negar 
la misma basando su decisión en la identidad del solicitante. 

La denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente 
fundamentada en las excepciones de los artículos 15 a 17 de esta Ley, señalándose 
expresamente y por escrito las razones por las que se aplican esas excepciones y el 
plazo por el que se prolongará dicho impedimento. 

La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la Administración 
Pública de crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de 
contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, la entidad de la Administración 
Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. Esta Ley 
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tampoco permite que los solicitantes exijan a las entidades que efectúen evaluaciones o 
análisis de la información que posean. 

Si el requerimiento de información no hubiere sido satisfecho o si la respuesta hubiere 
sido ambigua, se considerará que existió negativa tácita en brindarla. 

Artículo 14.- Responsabilidades 

El funcionario público responsable de dar información que de modo arbitrario obstruya el 
acceso del solicitante a la información requerida, o la suministre en forma incompleta u 
obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta Ley, se encontrará incurso en los 
alcances del artículo 4 de la presente Ley. 

Artículo 15.- Excepciones al ejercicio del derecho 

El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto a la 
información expresamente clasificada como secreta, que se sustente en razones de 
seguridad nacional, en concordancia con el artículo 163 de la Constitución Política del 
Perú, que además tenga como base fundamental garantizar la seguridad de las 
personas y cuya revelación originaría riesgo para la integridad territorial y/o subsistencia 
del sistema democrático, así como respecto a las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia del CNI dentro del marco que establece el Estado de Derecho en 
función de las situaciones expresamente contempladas en esta Ley. En consecuencia la 
excepción comprende únicamente los siguientes supuestos: 

1. Información clasificada en el ámbito militar, tanto en el frente interno como externo: 

a) Planes de defensa militar contra posibles agresiones de otros Estados, logísticos, de 
reserva y movilización y de operaciones especiales así como oficios y comunicaciones 
internas que hagan referencia expresa a los mismos. 

b) Las operaciones y planes de inteligencia y contrainteligencia militar. 

c) Desarrollos técnicos y/o científicos propios de la defensa nacional. 

d) Órdenes de operaciones, logísticas y conexas, relacionadas con planes de defensa 
militar contra posibles agresiones de otros Estados o de fuerzas irregulares militarizadas 
internas y/o externas, así como de operaciones en apoyo a la Policía Nacional del Perú, 
planes de movilización y operaciones especiales relativas a ellas. 

e) Planes de defensa de bases e instalaciones militares. 

f) El material bélico, sus componentes, accesorios, operatividad y/o ubicación cuyas 
características pondrían en riesgo los planes de defensa militar contra posibles 
agresiones de otros Estados o de fuerzas irregulares militarizadas internas y/o externas, 
así como de operación en apoyo a la Policía Nacional del Perú, planes de movilización y 
operaciones especiales relativas a ellas. 

g) Información del Personal Militar que desarrolla actividades de Seguridad Nacional y 
que pueda poner en riesgo la vida e integridad de las personas involucradas. 

2. Información clasificada en el ámbito de inteligencia tanto en el frente externo como 
interno: 

a) Los planes estratégicos y de inteligencia, así como la información que ponga en riesgo 
sus fuentes. 

b) Los informes que de hacerse públicos, perjudicarían la información de inteligencia. 

c) Aquellos informes oficiales de inteligencia que, de hacerse públicos, incidirían 
negativamente en las excepciones contempladas en el inciso a) del artículo 15 de la 
presente Ley. 

d) Información relacionada con el alistamiento del personal y material. 
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e) Las actividades y planes estratégicos de inteligencia y contrainteligencia, de los 
organismos conformantes del Sistema de Inteligencia Nacional (SINA), así como la 
información que ponga en riesgo sus fuentes. 

f) Información del personal civil o militar que desarrolla actividades de Seguridad 
Nacional y que pueda poner en riesgo la vida e integridad de las personas involucradas. 

g) La información de inteligencia que contemple alguno de los supuestos contenidos en 
el artículo 15 numeral 1. 

En los supuestos contenidos en este artículo los responsables de la clasificación son los 
titulares del sector o pliego respectivo, o los funcionarios designados por éste. 

Con posterioridad a los cinco años de la clasificación a la que se refiere el párrafo 
anterior, cualquier persona puede solicitar la información clasificada como secreta, la 
cual será entregada si el titular del sector o pliego respectivo considera que su 
divulgación no pone en riesgo la seguridad de las personas, la integridad territorial y/o 
subsistencia del sistema democrático. En caso contrario deberá fundamentar 
expresamente y por escrito las razones para que se postergue la clasificación y el 
período que considera que debe continuar clasificado. Se aplican las mismas reglas si se 
requiere una nueva prórroga por un nuevo período. El documento que fundamenta que la 
información continúa como clasificada se pone en conocimiento del Consejo de 
Ministros, el cual puede desclasificarlo. Dicho documento también es puesto en 
conocimiento de la comisión ordinaria a la que se refiere el artículo 36 de la Ley Nº 
27479 dentro de los diez (10) días posteriores a su pronunciamiento. Lo señalado en 
este párrafo no impide que el Congreso de la República acceda a la información 
clasificada en cualquier momento de acuerdo a lo señalado en el artículo 18 de la 
presente Ley. 

Artículo 16.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información reservada 

El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de la 
información clasificada como reservada. En consecuencia la excepción comprende 
únicamente los siguientes supuestos: 

1. La información que por razones de seguridad nacional en el ámbito del orden interno 
cuya revelación originaría un riesgo a la integridad territorial y/o la subsistencia del 
sistema democrático. En consecuencia se considera reservada la información que tiene 
por finalidad prevenir y reprimir la criminalidad en el país y cuya revelación puede 
entorpecerla y comprende únicamente: 

a) Los planes de operaciones policiales y de inteligencia, así como aquellos destinados a 
combatir el terrorismo, tráfico ilícito de drogas y organizaciones criminales, así como los 
oficios, partes y comunicaciones que se refieran expresamente a ellos. 

b) Las informaciones que impidan el curso de las investigaciones en su etapa policial 
dentro de los límites de la ley, incluyendo los sistemas de recompensa, colaboración 
eficaz y protección de testigos, así como la interceptación de comunicaciones 
amparadas por la ley. 

c) Los planes de seguridad y defensa de instalaciones policiales, establecimientos 
penitenciarios, locales públicos y los de protección de dignatarios, así como los oficios, 
partes y comunicaciones que se refieran expresamente a ellos. 

d) El movimiento del personal que pudiera poner en riesgo la vida e integridad de las 
personas involucradas o afectar la seguridad ciudadana. 

e) El armamento y material logístico comprometido en operaciones especiales y planes 
de seguridad y defensa del orden interno. 

2. Por razones de seguridad nacional y de eficacia de la acción externa del Estado, se 
considerará información clasificada en el ámbito de las relaciones externas del Estado, 
toda aquella cuya revelación originaría un riesgo a la seguridad e integridad territorial del 
Estado y la defensa nacional en el ámbito externo, al curso de las negociaciones 
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internacionales y/o la subsistencia del sistema democrático. Estas excepciones son las 
siguientes: 

a) Elementos de las negociaciones internacionales que de revelarse perjudicarían los 
procesos negociadores o alteraran los acuerdos adoptados, no serán públicos por lo 
menos en el curso de las mismas. 

b) Información que al ser divulgada oficialmente por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores pudiera afectar negativamente las relaciones diplomáticas con otros países. 

c) La información oficial referida al tratamiento en el frente externo de la información 
clasificada en el ámbito militar, de acuerdo a lo señalado en el inciso a) del numeral 1 del 
artículo 15 de la presente Ley. 

En los casos contenidos en este artículo los responsables de la clasificación son los 
titulares del sector correspondiente o los funcionarios designados por éste. Una vez que 
desaparezca la causa que motivó la clasificación, la información reservada es de acceso 
público. 

Artículo 17.- Excepciones al ejercicio del derecho: Información confidencial 

El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de lo 
siguiente: 

1. La información que contenga consejos, recomendaciones u opiniones producidas 
como parte del proceso deliberativo y consultivo previo a la toma de una decisión de 
gobierno, salvo que dicha información sea pública. Una vez tomada la decisión, esta 
excepción cesa si la entidad de la Administración Pública opta por hacer referencia en 
forma expresa a esos consejos, recomendaciones u opiniones. 

2. La información protegida por el secreto bancario, tributario, comercial, industrial, 
tecnológico y bursátil que están regulados, unos por el inciso 5 del artículo 2 de la 
Constitución, y los demás por la legislación pertinente. 

3. La información vinculada a investigaciones en trámite referidas al ejercicio de la 
potestad sancionadora de la Administración Pública, en cuyo caso la exclusión del 
acceso termina cuando la resolución que pone fin al procedimiento queda consentida o 
cuando transcurren más de seis (6) meses desde que se inició el procedimiento 
administrativo sancionador, sin que se haya dictado resolución final. 

4. La información preparada u obtenida por asesores jurídicos o abogados de las 
entidades de la Administración Pública cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a 
adoptarse en la tramitación o defensa en un proceso administrativo o judicial, o de 
cualquier tipo de información protegida por el secreto profesional que debe guardar el 
abogado respecto de su asesorado. Esta excepción termina al concluir el proceso. 

5. La información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una invasión 
de la intimidad personal y familiar. La información referida a la salud personal, se 
considera comprendida dentro de la intimidad personal. En este caso, sólo el juez puede 
ordenar la publicación sin perjuicio de lo establecido en el inciso 5 del artículo 2 de la 
Constitución Política del Estado. 

6. Aquellas materias cuyo acceso esté expresamente exceptuado por la Constitución o 
por una Ley aprobada por el Congreso de la República. 

Artículo 18.- Regulación de las excepciones 

Los casos establecidos en los artículos 15, 16 y 17 son los únicos en los que se puede 
limitar el derecho al acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretados 
de manera restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. No se 
puede establecer por una norma de menor jerarquía ninguna excepción a la presente 
Ley. 
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La información contenida en las excepciones señaladas en los artículos 15, 16 y 17 son 
accesibles para el Congreso de la República, el Poder Judicial, el Contralor General de 
la República y el Defensor del Pueblo. 

Para estos efectos, el Congreso de la República sólo tiene acceso mediante una 
Comisión Investigadora formada de acuerdo al artículo 97 de la Constitución Política del 
Perú y la Comisión establecida por el artículo 36 de la Ley Nº 27479. Tratándose del 
Poder Judicial de acuerdo a las normas que regulan su funcionamiento, solamente el 
juez en ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales en un determinado caso y cuya 
información sea imprescindible para llegar a la verdad, puede solicitar la información a 
que se refiere cualquiera de las excepciones contenidas en este artículo. El Contralor 
General de la República tiene acceso a la información contenida en este artículo 
solamente dentro de una acción de control de su especialidad. El Defensor del Pueblo 
tiene acceso a la información en el ámbito de sus atribuciones de defensa de los 
derechos humanos. 

Los funcionarios públicos que tengan en su poder la información contenida en los 
artículos 15, 16 y 17 tienen la obligación de que ella no sea divulgada, siendo 
responsables si esto ocurre. 

El ejercicio de estas entidades de la administración pública se enmarca dentro de las 
limitaciones que señala la Constitución Política del Perú. 

Las excepciones señaladas en los puntos 15 y 16 incluyen los documentos que se 
generen sobre estas materias y no se considerará como información clasificada, la 
relacionada a la violación de derechos humanos o de las Convenciones de Ginebra de 
1949 realizada en cualquier circunstancia, por cualquier persona. Ninguna de las 
excepciones señaladas en este artículo pueden ser utilizadas en contra de lo establecido 
en la Constitución Política del Perú. 

Artículo 19.- Información parcial 

En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a 
los artículos 15, 16 y 17 de esta Ley, no sea de acceso público, la entidad de la 
Administración Pública deberá permitir el acceso a la información disponible del 
documento. 

Artículo 20.- Tasa aplicable 

El solicitante que requiera la información deberá abonar solamente el importe 
correspondiente a los costos de reproducción de la información requerida. El monto de la 
tasa debe figurar en el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) de cada 
entidad de la Administración Pública. Cualquier costo adicional se entenderá como una 
restricción al ejercicio del derecho regulado por esta Ley, aplicándose las sanciones 
correspondientes. 

Artículo 21.- Conservación de la información 

Es responsabilidad del Estado crear y mantener registros públicos de manera profesional 
para que el derecho a la información pueda ejercerse a plenitud. En ningún caso la 
entidad de la Administración Pública podrá destruir la información que posea. 

La entidad de la Administración Pública deberá remitir al Archivo Nacional la información 
que obre en su poder, en los plazos estipulados por la Ley de la materia. El Archivo 
Nacional podrá destruir la información que no tenga utilidad pública, cuando haya 
transcurrido un plazo razonable durante el cual no se haya requerido dicha información y 
de acuerdo a la normatividad por la que se rige el Archivo Nacional.” 

Artículo 22.- Informe anual al Congreso de la República 

La Presidencia del Consejo de Ministros remite un informe anual al Congreso de la 
República en el que da cuenta sobre las solicitudes pedidos de información atendidos y 
no atendidos. 
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Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior la Presidencia del Consejo de 
Ministros se encarga de reunir de todas las entidades de la Administración Pública la 
información a que se refiere el párrafo anterior. 

 

TÍTULO IV 

TRANSPARENCIA SOBRE EL MANEJO DE LAS FINANZAS PÚBLICAS 

Artículo 23.- Objeto 

Este título tiene como objeto fundamental otorgar mayor transparencia al manejo de las 
Finanzas Públicas, a través de la creación de mecanismos para acceder a la información 
de carácter fiscal, a fin de que los ciudadanos puedan ejercer supervisión sobre las 
Finanzas Públicas y permitir una adecuada rendición de cuentas. 

El presente título utiliza los términos que se señala a continuación: 

a) Información de finanzas públicas: aquella información referida a materia 
presupuestaria, financiera y contable del Sector Público. 

b) Gasto Tributario: se refiere a las exenciones de la base tributaria, deducciones 
autorizadas de la renta bruta, créditos fiscales deducidos de los impuestos por pagar, 
deducciones de las tasas impositivas e impuestos diferidos. 

c) Gobierno General y Sector Público Consolidado: Se utilizarán las definiciones 
establecidas en la Ley Nº 27245, Ley de Prudencia y Transparencia Fiscal. 

Artículo 24.- Mecanismos de Publicación y Metodología 

La publicación de la información a la que se refiere esta norma podrá ser realizada a 
través de los portales de Internet de las entidades, o a través de los diarios de mayor 
circulación en las localidades, donde éstas se encuentren ubicadas, así como a través 
de otros medios de acuerdo a la infraestructura de la localidad. El reglamento 
establecerá los mecanismos de divulgación en aquellas localidades en las que el número 
de habitantes no justifiquen la publicación por dichos medios. 

La metodología y denominaciones empleadas en la elaboración de la información, 
deberán ser publicadas expresamente, a fin de permitir un apropiado análisis de la 
información. 

Cuando la presente norma disponga que la información debe ser divulgada 
trimestralmente, ésta deberá publicarse dentro de los treinta (30) días calendario 
siguientes de concluido cada trimestre, y comprenderá, para efectos de comparación, la 
información de los dos períodos anteriores. 

 

CAPÍTULO I 

PUBLICACIÓN DE INFORMACIÓN SOBRE FINANZAS PÚBLICAS 

Artículo 25.- Información que deben publicar todas las Entidades de la 
Administración Pública 

Toda Entidad de la Administración Pública publicará, trimestralmente, lo siguiente: 

1. Su Presupuesto, especificando: los ingresos, gastos, financiamiento, y resultados 
operativos de conformidad con los clasificadores presupuestales vigentes. 

2. Los proyectos de inversión pública en ejecución, especificando: el presupuesto total 
de proyecto, el presupuesto del período correspondiente y su nivel de ejecución y el 
presupuesto acumulado. 

3. Información de su personal especificando: personal activo y, de ser el caso, pasivo, 
número de funcionarios, directivos, profesionales, técnicos, auxiliares, sean éstos 
nombrados o contratados por un período mayor a tres (3) meses en el plazo de un año, 
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sin importar el régimen laboral al que se encuentren sujetos, o la denominación del 
presupuesto o cargo que desempeñen; rango salarial por categoría y el total del gasto de 
remuneraciones, bonificaciones, y cualquier otro concepto de índole remunerativo, sea 
pensionable o no. 

4. Información contenida en el Registro de procesos de selección de contrataciones y 
adquisiciones, especificando: los valores referenciales, nombres de contratistas, montos 
de los contratos, penalidades y sanciones y costo final, de ser el caso. 

5. Los progresos realizados en los indicadores de desempeño establecidos en los planes 
estratégicos institucionales o en los indicadores que les serán aplicados, en el caso de 
entidades que hayan suscrito Convenios de Gestión. 

Las Entidades de la Administración Pública están en la obligación de remitir la referida 
información al Ministerio de Economía y Finanzas, para que éste la incluya en su portal 
de Internet, dentro de los cinco (5) días calendario siguientes a su publicación. 

Artículo 26.- Información que debe publicar el Ministerio de Economía y Finanzas 

El Ministerio de Economía y Finanzas publicará, adicionalmente a lo establecido en el 
artículo anterior, la siguiente información: 

1. El Balance del Sector Público Consolidado, dentro de los noventa (90) días calendario 
de concluido el ejercicio fiscal, conjuntamente con los balances de los dos ejercicios 
anteriores. 

2. Los ingresos y gastos del Gobierno Central e Instancias Descentralizadas 
comprendidas en la Ley de Presupuesto del Sector Público, de conformidad con los 
Clasificadores de Ingresos, Gastos y Financiamiento vigente, trimestralmente, 
incluyendo: el presupuesto anual y el devengado, de acuerdo a los siguientes criterios (i) 
identificación institucional; (ii) clasificador funcional (función/programa); (iii) por genérica 
de gasto; y (iv) por fuente de financiamiento. 

3. Los proyectos de la Ley de Endeudamiento, Equilibrio Financiero y Presupuesto y su 
exposición de motivos, dentro de los dos (2) primeros días hábiles de setiembre, 
incluyendo: los cuadros generales sobre uso y fuentes y distribución funcional por 
genérica del gasto e institucional, a nivel de pliego. 

4. Información detallada sobre el saldo y perfil de la deuda pública externa e interna 
concertada o garantizada por el Sector Público Consolidado, trimestralmente, 
incluyendo: el tipo de acreedor, el monto, el plazo, la tasa de amortización pactada, el 
capital y los intereses pagados y por devengarse. 

5. El cronograma de desembolsos y amortizaciones realizadas, por cada fuente de 
financiamiento, trimestralmente, incluyendo: operaciones oficiales de crédito, otros 
depósitos y saldos de balance. 

6. Información sobre los proyectos de inversión pública cuyos estudios o ejecución 
hubiesen demandado recursos iguales o superiores a mil doscientas (1 200) Unidades 
Impositivas Tributarias, trimestralmente, incluyendo: el presupuesto total del proyecto, el 
presupuesto ejecutado acumulado y presupuesto ejecutado anual. 

7. El balance del Fondo de Estabilización Fiscal (FEF) dentro de los treinta (30) días 
calendario de concluido el ejercicio fiscal. 

8. Los resultados de la evaluación obtenida de conformidad con los indicadores 
aplicados, dentro de los noventa (90) días calendario siguientes de concluido el ejercicio 
fiscal. 

Artículo 27.- Información que debe publicar el Fondo Nacional de Financiamiento 
de la Actividad Empresarial del Estado (FONAFE) 

El FONAFE publicará, adicionalmente a lo establecido en el artículo 25, la siguiente 
información sobre las entidades bajo su ámbito: 
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1. El presupuesto en forma consolidada, antes del 31 de diciembre del año previo al 
inicio del período de ejecución presupuestal. 

2. El Balance, así como la Cuenta de Ahorro, Inversión y Financiamiento, 
trimestralmente. 

3. Los Estados Financieros auditados, dentro de los ciento veinte (120) días calendario 
de concluido el ejercicio fiscal. 

4. Los indicadores de gestión que le serán aplicados, cuando se hayan celebrado 
Convenios de Gestión. 

5. Los resultados de la evaluación obtenida de conformidad con los indicadores 
aplicados, dentro de los noventa (90) días calendario siguientes de concluido el ejercicio 
fiscal. 

Artículo 28.- Información que debe publicar la Oficina de Normalización Previsional 
(ONP) 

La ONP, en calidad de Secretaría Técnica del Fondo Consolidado de Reserva 
Previsional (FCR), publicará, adicionalmente a lo establecido en el artículo 25, lo 
siguiente: 

1. Los Estados Financieros de cierre del ejercicio fiscal de Fondo Consolidado de 
Reserva Previsional (FCR) y del Fondo Nacional de Ahorro Público (FONAHPU), antes 
del 31 de marzo de cada año. 

2. Información referente a la situación de los activos financieros del FCR y del 
FONAHPU, colocados en las entidades financieras y no financieras y en organismos 
multilaterales donde se encuentren depositados los recursos de los referidos Fondos, así 
como los costos de administración, las tasas de interés, y los intereses devengados, 
trimestralmente. 

Artículo 29.- Información que debe publicar el Consejo Superior de Contrataciones 
y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE) 

El CONSUCODE publicará, trimestralmente, información de las adquisiciones y 
contrataciones realizadas por las Entidades de la Administración Pública, cuyo valor 
referencial haya sido igual o superior a cincuenta (50) Unidades Impositivas Tributarias. 
Para tal fin, la información deberá estar desagregada por Pliego, cuando sea aplicable, 
detallando: el número del proceso, el valor referencial, el proveedor o contratista, el 
monto del contrato, las valorizaciones aprobadas, de ser el caso, el plazo contractual, el 
plazo efectivo de ejecución, y el costo final. 

 

CAPÍTULO II 

DE LA TRANSPARENCIA FISCAL EN EL PRESUPUESTO, EL MARCO 
MACROECONÓMICO Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS 

Artículo 30.- Información sobre Impacto Fiscal 

1. Conjuntamente con la Ley de Presupuesto, la Ley de Equilibrio Financiero y la Ley de 
Endeudamiento Interno y Externo, el Poder Ejecutivo remitirá al Congreso un estimado 
del efecto que tendrá el destino del Gasto Tributario, por regiones, sectores económicos 
y sociales, según su naturaleza. 

2. Asimismo, todo proyecto de Ley que modifique el Gasto Tributario, deberá estar 
acompañado de una estimación anual del impacto que dicha medida tendría sobre el 
presupuesto público y su efecto por regiones, sectores económicos y sociales, según su 
naturaleza. 

Artículo 31.- Información Adicional al Marco Macroeconómico Multianual 
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El Marco Macroeconómico Multianual deberá contener, además de lo dispuesto por el 
artículo 10 de la Ley Nº 27245, Ley de Prudencia y Transparencia Fiscal, la siguiente 
información: 

1. Un análisis sobre riesgos fiscales por variaciones sustanciales en los supuestos 
macroeconómicos, conteniendo una indicación sobre las medidas contingentes a adoptar 
ante éstas. 

2. Una relación completa de las exoneraciones, subsidios y otros tipos de Gasto 
Tributario que el Sector Público mantenga, con un estimado del costo fiscal de cada uno 
de ellos, así como un estimado del costo total por región y por sector económico y social, 
según su naturaleza. 

Artículo 32.- Consistencia del Marco Macroeconómico Multianual con los 
Presupuestos y otras Leyes Anuales 

1. La exposición de motivos de la Ley Anual de Presupuesto, incluirá un cuadro de 
consistencia con el Marco Macroeconómico Multianual, desagregado los ingresos, 
gastos y resultado económico para el conjunto de las entidades dentro del ámbito de la 
Ley Anual de Presupuesto, del resto de entidades que conforman el Sector Público 
Consolidado. 

2. La exposición de motivos de la Ley Anual de Endeudamiento, incluirá la sustentación 
de su compatibilidad con el déficit y el consiguiente aumento de deuda previsto en el 
Marco Macroeconómico Multianual. 

Artículo 33.- Responsabilidad respecto del Marco Macroeconómico Multianual 

1. La Declaración de Principios de Política Fiscal, a que hace referencia el artículo 10 de 
la Ley Nº 27245 será aprobada por el Ministerio de Economía y Finanzas, mediante 
Resolución Ministerial. 

2. Toda modificación al Marco Macroeconómico Multianual que implique la alteración de 
los parámetros establecidos en la Ley Nº 27245, deberá ser realizada de conformidad 
con lo establecido en el artículo 5 de la referida Ley y previa sustentación de las medidas 
que se adoptarán para realizar las correcciones. 

Artículo 34.- Rendición de cuentas de las Leyes Anuales de Presupuesto y de 
Endeudamiento 

1. Antes del último día hábil del mes de marzo de cada año, el Banco Central de Reserva 
del Perú remitirá a la Contraloría General de la República y al Ministerio de Economía y 
Finanzas la evaluación sobre el cumplimiento de los compromisos contenidos en el 
Marco Macroeconómico del año anterior, así como sobre las reglas macrofiscales 
establecidas en la Ley Nº 27245. Dicho informe, conjuntamente con la evaluación del 
presupuesto a que se refiere la Ley Nº 27209, será remitido al Congreso a más tardar el 
último día de abril. 

2. El Ministro de Economía y Finanzas sustentará ante el Pleno del Congreso, dentro de 
los 15 días siguientes a su remisión, la Declaración de Cumplimiento de acuerdo a lo 
establecido en la Ley Nº 27245. La Declaración de Cumplimiento contendrá un análisis 
sobre el incremento en la deuda bruta, las variaciones en los depósitos, haciendo 
explícita la evolución de los avales, canjes de deuda, y obligaciones pensionarias, así 
como el grado de desviación con relación a lo previsto. 

3. En la misma oportunidad a que se refiere el numeral precedente, el Ministro informará 
sobre el cumplimiento de la asignación presupuestal, con énfasis en la clasificación 
funcional, y el endeudamiento por toda fuente, así como de los avales otorgados por la 
República. 

Artículo 35.- Informe preelectoral 

La Presidencia del Consejo de Ministros, con una anticipación no menor de tres (3) 
meses a la fecha establecida para las elecciones generales, publicará una reseña de lo 
realizado durante su administración y expondrá sus proyecciones sobre la situación 
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económica, financiera y social de los próximos cinco (5) años. El informe deberá incluir, 
además, el análisis de los compromisos de inversión ya asumidos para los próximos 
años, así como de las obligaciones financieras, incluyendo las contingentes y otras, 
incluidas o no en el Presupuesto. 

Artículo 36.- Elaboración de Presupuestos y ampliaciones presupuestarias 

1. Las entidades de la Administración Pública cuyo presupuesto no forme parte del 
Presupuesto General de la República, deben aprobar éste a más tardar al 15 de 
diciembre del año previo a su entrada en vigencia, por el órgano correspondiente 
establecido en las normas vigentes. 

2. Toda ampliación presupuestaria, o de los topes de endeudamiento establecidos en la 
Ley correspondiente, se incluirán en un informe trimestral que acompañará la 
información a que se refiere el artículo precedente, listando todas las ampliaciones 
presupuestarias y analizando las implicancias de éstas sobre los lineamientos del 
Presupuesto y el Marco Macroeconómico. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS, COMPLEMENTARIAS Y FINALES 

Primera.- La Administración Pública contará con un plazo de ciento cincuenta (150) días 
a partir de la publicación de la presente Ley para acondicionar su funcionamiento de 
acuerdo a las obligaciones que surgen de su normativa. Regirán dentro de ese plazo las 
disposiciones del Decreto Supremo Nº 018-2001-PCM, del Decreto de Urgencia Nº 035-
2001 y de todas las normas que regulan el acceso a la información. Sin embargo, los 
artículos 8, 11 y 20 referidos a entidades obligadas a informar, al procedimiento y, el 
costo de reproducción respectivamente, entran en vigencia al día siguiente de la 
publicación de la presente Ley. El Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios 
respectivos y del Consejo Nacional de Inteligencia, en su calidad de órgano rector del 
más alto nivel del Sistema de Inteligencia Nacional (SINA), elaborará el reglamento de la 
presente Ley, el cual será aprobado por el Consejo de Ministros y publicado en un plazo 
no mayor de noventa (90) días contados a partir de la vigencia de la presente Ley. 

Segunda.- Las entidades del Estado que cuenten con procedimientos aprobados 
referidos al acceso a la información, deberán adecuarlos a lo señalado en la presente 
Ley. 

Tercera.- Deróganse todas las normas que se opongan a la presente Ley. 

 

 

Decreto Supremo N° 072-2003-PCM 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, mediante la Ley Nº 27806 se aprobó la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, con la finalidad de promover la transparencia de los actos de 
Estado y regular el derecho fundamental del acceso a la información consagrado en el 
numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú; 
  
Que, mediante la Ley Nº 27927 se modificaron y agregaron algunos artículos a la Ley Nº 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, estableciéndose en la 
Primera Disposición Transitoria, Complementaria y Final que el Poder Ejecutivo, a través 
de los Ministerios respectivos y del Consejo Nacional de Inteligencia, en su calidad de 
órgano rector del más alto nivel del Sistema de Inteligencia Nacional (SINA), elaborará el 
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correspondiente reglamento, el cual será aprobado por el Consejo de Ministros y 
publicado en un plazo no mayor de noventa (90) días contados a partir de la vigencia de 
dicha Ley; 
  
Que, mediante Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM se aprobó el Texto Único Ordenado 
de la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Que, a fin 
de cumplir con lo dispuesto en la referida Ley, mediante Resolución Ministerial Nº 103-
2003-PCM se creó la Comisión Multisectorial encargada de elaborar el Reglamento de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la misma que elaboró el 
respectivo anteproyecto y lo sometió a consulta ciudadana mediante su prepublicación 
en el Diario Oficial El Peruano el sábado 7 de junio de 2003; 
  
Que, como resultado de la prepublicación, la Comisión Multisectorial recibió sugerencias 
de diversas entidades públicas y privadas, las mismas que han sido consideradas para la 
elaboración del proyecto de Reglamento que presentó al Consejo de Ministros; 
  
De conformidad con lo dispuesto en el inciso 8) del artículo 118 de la Constitución 
Política y el Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM que aprueba el Texto Único Ordenado 
de la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
  
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 
  
DECRETA: 
  
Artículo 1.- Aprobación del Reglamento 
Apruébese el Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
que consta de cinco (5) títulos, veintidós (22) artículos y cuatro (4) disposiciones 
complementarias. 
  
Artículo 2.- Refrendo 
El presente Decreto Supremo será refrendado por la Presidenta del Consejo de 
Ministros, el Ministro de Economía y Finanzas, el Ministro de Justicia, el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones, el Ministro de Defensa y el Ministro del Interior. Dado en 
la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días del mes de agosto del año dos mil tres. 
  
ALEJANDRO TOLEDO 

Presidente Constitucional de la República 

  

BEATRIZ MERINO LUCERO 

Presidenta del Consejo de Ministros 

  

JAIME QUIJANDRÍA SALMÓN 

Ministro de Economía y Finanzas 

  

EDUARDO IRIARTE JIMÉNEZ 

Ministro de Transportes y Comunicaciones 

y encargado de la Cartera de Justicia 

  

AURELIO LORET DE MOLA BÖHME 

Ministro de Defensa 

  

FERNANDO ROSPIGLIOSI C. 

Ministro del Interior 

  

 
  
REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA 
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TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1.- Objeto 
El presente Reglamento regula la aplicación de las normas y la ejecución de los 
procedimientos establecidos en la Ley Nº 27806, “Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública” y su modificatoria, Ley Nº 27927; sistematizadas en el Texto Único 
Ordenado aprobado por Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM, que en adelante se 
denominará “la Ley”. 
  
Artículo 2.- Ámbito de aplicación 
El presente Reglamento será de aplicación a las Entidades de la Administración Pública 
señaladas en el Artículo 2 de la Ley. 
El derecho de acceso a la información de los Congresistas de la República se rige 
conforme a lo dispuesto por la Constitución Política del Perú, el Reglamento del 
Congreso y demás normas que resulten aplicables. 
Este dispositivo no regula aquellos procedimientos para la obtención de copias de 
documentos que la Ley haya previsto como parte de las funciones de las Entidades y 
que se encuentren contenidos en su Texto Único de Procedimientos Administrativos. 
El derecho de las partes de acceder al expediente administrativo se ejerce de acuerdo a 
lo establecido en el Artículo 160 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General. 
  
Artículo 3.- Obligaciones de la máxima autoridad de la Entidad 
Las obligaciones de la máxima autoridad de la Entidad son las siguientes: 
a. Adoptar las medidas necesarias que permitan garantizar el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública dentro de su competencia funcional; 
b. Designar a los funcionarios responsables de entregar la información de acceso 
público; 
c. Designar al funcionario responsable de la elaboración y actualización del Portal de 
Transparencia; 
d. Clasificar la información de carácter secreto y reservado y/o designar a los 
funcionarios encargados de tal clasificación; 
e. Disponer se adopten las medidas de seguridad que permitan un adecuado uso y 
control de seguridad de la información de acceso restringido; y, 
f.   Otras establecidas en la Ley. 
  
Artículo 4.- Designación de los funcionarios responsables de entregar la 
información y de elaborar el Portal de Transparencia. 
Las Entidades que cuenten con oficinas desconcentradas o descentralizadas, 
designarán en cada una de ellas al funcionario responsable de entregar la información 
que se requiera al amparo de la Ley, con el objeto que la misma pueda tramitarse con 
mayor celeridad. 
La designación del funcionario o funcionarios responsables de entregar la información y 
del funcionario responsable de la elaboración y actualización del Portal se efectuará 
mediante Resolución de la máxima autoridad de la Entidad, y será publicada en el Diario 
Oficial El Peruano. 
Adicionalmente, la Entidad colocará copia de la Resolución de designación en lugar 
visible en cada una de sus sedes administrativas. 
Las Entidades cuyas sedes se encuentren ubicadas en centros poblados o en distritos 
en que el número de habitantes no justifique la publicación de la Resolución de 
designación en el Diario Oficial El Peruano, deben colocar copia de la misma en lugar 
visible. 
  
Artículo 5.- Obligaciones del funcionario responsable de entregar la información 
Las obligaciones del funcionario responsable de entregar la información, son las 
siguientes: 
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a. Atender las solicitudes de acceso a la información dentro de los plazos establecidos 
por la Ley; 
b. Requerir la información al área de la Entidad que la haya creado u obtenido, o que la 
tenga en su posesión o control; 
c. Poner a disposición del solicitante la liquidación del costo de reproducción; 
d. Entregar la información al solicitante, previa verificación de la cancelación del costo de 
reproducción; y, 
e. Recibir los recursos de apelación interpuestos contra la denegatoria total o parcial del 
pedido de acceso a la información y elevarlos al Superior Jerárquico, cuando hubiere 
lugar. 
En caso de vacancia o ausencia justificada del funcionario responsable de entregar la 
información, y cuando no haya sido designado un encargado de cumplir las funciones 
establecidas en el presente artículo, el Secretario General o quien haga sus veces 
asumirá las obligaciones establecidas en la Ley y el presente Reglamento. 
  
Artículo 6.- Funcionario o servidor poseedor de la información 
Para efectos de la Ley, el funcionario o servidor que haya creado, obtenido, tenga 
posesión o control de la información solicitada, es responsable de: 
a. Brindar la información que le sea requerida por el funcionario o servidor responsable 
de entregar la información y por los funcionarios o servidores encargados de establecer 
los mecanismos de divulgación a los que se refieren los artículos 5 y 24 de la Ley; 
b. Elaborar los informes correspondientes cuando la información solicitada se encuentre 
dentro de las excepciones que establece la Ley. En los casos en que la información sea 
secreta o reservada, deberá incluir en su informe el código correspondiente, de acuerdo 
a lo establecido en el literal c) del artículo 21 del presente Reglamento. 
c. Remitir la información solicitada y sus antecedentes al Secretario General, o quien 
haga sus veces, cuando el responsable de brindar la información no haya sido 
designado, o se encuentre ausente; 
d. La autenticidad de la información que entrega. Esta responsabilidad se limita a la 
verificación de que el documento que entrega es copia fiel del que obra en sus archivos. 
e. Mantener permanentemente actualizado un archivo sistematizado de la información de 
acceso público que obre en su poder, conforme a los plazos establecidos en la 
normatividad interna de cada Entidad sobre la materia; y, 
f. Conservar la información de acceso restringido que obre en su poder. 
Para los efectos de los supuestos previstos en los incisos a), b) y c), deberá tener en 
consideración los plazos establecidos en la Ley, a fin de permitir a los responsables el 
oportuno cumplimiento de las obligaciones a su cargo. 
  
Artículo 7.- Responsabilidad por incumplimiento 
Los funcionarios o servidores públicos incurren en falta administrativa en el trámite del 
procedimiento de acceso a la información y, por ende, son susceptibles de ser 
sancionados administrativamente, cuando de modo arbitrario obstruyan el acceso del 
solicitante a la información requerida, o la suministren de modo incompleto u 
obstaculicen de cualquier manera el cumplimiento de la Ley. 
La responsabilidad de los funcionarios o servidores públicos se determinará conforme a 
los procedimientos establecidos para cada tipo de contratación. 
  

TÍTULO II 
PORTAL DE TRANSPARENCIA 

 
Artículo 8.- Obligaciones del funcionario responsable del Portal de Transparencia 
Son obligaciones del funcionario responsable del Portal de Transparencia, las siguientes: 
a. Elaborar el Portal de la Entidad, en coordinación con las dependencias 
correspondientes; 
b. Recabar la información a ser difundida en el Portal de acuerdo con lo establecido en 
los artículos 5 y 25 de la Ley; y, 
c. Mantener actualizada la información contenida en el Portal, señalando en él, la fecha 
de la última actualización. 



18 

 

  
Artículo 9.- Información publicada en el Portal de Transparencia 
La información difundida en el Portal en cumplimiento de lo establecido en la Ley, es de 
conocimiento público. 
El ejercicio del derecho de acceso a dicha información se tendrá por satisfecho con la 
comunicación por escrito al interesado de la página web del Portal que la contiene, sin 
perjuicio del derecho de solicitar las copias que se requiera. 
La actualización del Portal deberá realizarse al menos una vez al mes, salvo los casos 
en que la Ley hubiera establecido plazos diferentes. 
  

TÍTULO III 
PROCEDIMIENTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

 
Artículo 10.- Presentación y formalidades de la solicitud 
La solicitud de acceso a la información pública puede ser presentada a través del Portal 
de Transparencia de la Entidad o de forma personal ante su unidad de recepción 
documentaria. Será presentada mediante el formato contenido en el Anexo del presente 
Reglamento, sin perjuicio de la utilización de otro medio escrito que contenga la siguiente 
información: 
a. Nombres, apellidos completos, documento de identidad, domicilio. Tratándose de 
menores de edad no será necesaria la presentación del documento de identidad; 
b. De ser el caso, número de teléfono y/o correo electrónico; 
c. En caso la solicitud se presente en la unidad de recepción documentaria de la Entidad, 
firma del solicitante o huella digital, de no saber firmar o estar impedido de hacerlo; 
d. Expresión concreta y precisa del pedido de información; y, 
e. En caso el solicitante conozca la dependencia que posea la información, deberá 
indicarlo en la solicitud. 
Si el solicitante no hubiese incluido el nombre del funcionario o lo hubiera hecho de 
forma incorrecta, las unidades de recepción documentaria de las Entidades deberán 
canalizar la solicitud al funcionario responsable. 
  
Artículo 11.- Subsanación de la falta de requisitos de la solicitud 
El plazo a que se refiere el literal b) del Artículo 11 de la Ley, se empezará a computar a 
partir de la recepción de la solicitud en la unidad de recepción documentaria de la 
Entidad, salvo que ésta no cumpla con los requisitos señalados en los literales a), c) y d) 
del artículo anterior, en cuyo caso, procede la subsanación dentro de las 48 (cuarenta y 
ocho) horas, caso contrario, se dará por no presentada, procediéndose al archivo de la 
misma. El plazo antes señalado se empezará a computar a partir de la subsanación del 
defecto u omisión. 
En todo caso, la Entidad deberá solicitar la subsanación en un plazo máximo de 48 
(cuarenta y ocho) horas, transcurrido el cual, se entenderá por admitida la solicitud. 
  
Artículo 12.- Remisión de la información vía correo electrónico 
La solicitud de información podrá responderse vía correo electrónico cuando la 
naturaleza de la información solicitada y la capacidad de la Entidad así lo permitan. En 
este caso, no se generará costo alguno al solicitante. 
La Entidad remitirá la información al correo electrónico que le hubiera sido proporcionado 
por el solicitante dentro de los plazos establecidos por la ley, considerando lo siguiente: 
a. Si la solicitud se presentara por la unidad de recepción documentaria, la entidad podrá 
responder el pedido de información o podrá remitir cualquier otra comunicación al 
solicitante utilizando correo electrónico, siempre que éste dé su conformidad en su 
solicitud; y, 
Si la solicitud se presentara vía el Portal de Transparencia de la Entidad, el solicitante 
deberá precisar el medio por el cual requiere la respuesta en el formulario contenido en 
él. 
  
Artículo 13.- Liquidación del costo de reproducción 
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La liquidación del costo de reproducción que contiene la información requerida, estará a 
disposición del solicitante a partir del sexto día de presentada la solicitud. El solicitante 
deberá acercarse a la Entidad y cancelar este monto, a efectos que la entidad efectúe la 
reproducción correspondiente y pueda poner a su disposición la información dentro del 
plazo establecido por la Ley. 
La liquidación del costo de reproducción sólo podrá incluir aquellos gastos directa y 
exclusivamente vinculados con la reproducción de la información solicitada. En ningún 
caso se podrá incluir dentro de los costos el pago por remuneraciones e infraestructura 
que pueda implicar la entrega de información, ni cualquier otro concepto ajeno a la 
reproducción. 
Cuando el solicitante incumpla con cancelar el monto previsto en el párrafo anterior o 
habiendo cancelado dicho monto, no requiera su entrega, dentro del plazo de treinta (30) 
días calendario contados a partir de la puesta a disposición de la liquidación o de la 
información, según corresponda, su solicitud será archivada. 
  
Artículo 14.- Uso de la prórroga 
La prórroga a que se refiere el inciso b) del artículo 11 de la Ley deberá ser comunicada 
al solicitante hasta el sexto día de presentada su solicitud. En esta comunicación deberá 
informársele la fecha en que se pondrá a su disposición la liquidación del costo de 
reproducción. 
  
Artículo 15.- Entrega de la información solicitada en las unidades de recepción 
documentaria 
La solicitud de información que genere una respuesta que esté contenida en medio 
magnético o impresa, será puesta a disposición del solicitante en la unidad de recepción 
documentaria o el módulo habilitado para tales efectos, previa presentación de la 
constancia de pago en caso de existir costo de reproducción. 
  
Artículo 16.- Límites para la utilización de la información reservada 
Los entes autorizados para solicitar información reservada se encuentran limitados 
respecto a los fines para los que debe utilizarse esta información, por cuanto solamente 
podrá ser utilizada para los fines a que se contraen las excepciones, y quien acceda a la 
misma es responsable administrativa, civil o penalmente por vulnerar un derecho de la 
persona amparado constitucionalmente. 
  

TÍTULO IV 
TRANSPARENCIA SOBRE EL MANEJO DE LAS FINANZAS PÚBLICAS 

 
Artículo 17.- Mecanismos de publicación y metodología 
Las Entidades cuyas sedes se encuentren ubicadas en centros poblados o en distritos 
en que el número de habitantes no justifique la publicación de la información de carácter 
fiscal a través de sus Portales de Transparencia o de los diarios de mayor circulación, 
deben colocarla en un lugar visible de la entidad. 
  
Artículo 18.- Publicación de información sobre finanzas públicas 
El Ministerio de Economía y Finanzas, para dar cumplimiento a lo señalado en el artículo 
25 de la Ley, puede incluir en su Portal de Transparencia los enlaces de las Entidades 
comprendidas en los alcances del referido artículo, sin perjuicio del cumplimiento de la 
obligación de estas últimas de remitirle la información de rigor. 
  
Artículo 19.- Información que debe publicar CONSUCODE 
La información que debe publicar el Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones 
del Estado - CONSUCODE en virtud del artículo 29 de la Ley, es la que las Entidades 
están obligadas a remitirle de conformidad con el artículo 46 del Texto Único Ordenado 
de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo 
Nº 012-2001-PCM y el artículo 10 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 
013-2001-PCM. 
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TÍTULO V 
REGISTRO DE LA INFORMACIÓN DE ACCESO RESTRINGIDO 

 
Artículo 20.- Desclasificación de la información reservada 
La información clasificada como reservada debe desclasificarse mediante Resolución 
debidamente motivada del Titular del Sector o Pliego, según corresponda, o del 
funcionario designado por éste, una vez que desaparezca la causa que originó tal 
clasificación. En tal sentido, a partir de ese momento es de acceso público. 
La designación del funcionario a que se refiere el párrafo anterior, necesariamente 
deberá recaer en aquél que tenga competencia para emitir Resoluciones. 
  
Artículo 21.- Registro 
Aquellas entidades que produzcan o posean información de acceso restringido llevarán 
un Registro de la misma, el cual se dividirá en información secreta e información 
reservada. 
En el Registro deberán consignarse los siguientes datos, de acuerdo a su clasificación: 
a. El número de la Resolución del titular del sector o del pliego, según corresponda, y la 
fecha de la Resolución por la cual se le otorgó dicho carácter; 
b. El número de la Resolución, la fecha de expedición y la vigencia del mandato cuando 
el titular del sector o pliego, según corresponda, hubiese designado un funcionario de la 
Entidad para realizar la labor de clasificación de la información restringida; 
c. El nombre o la denominación asignada, así como el código que se da a la información 
con el objeto de proteger su contenido, el mismo que deberá estar reproducido en el 
documento protegido, con el objeto del cotejo respectivo para el momento en que se 
produzca la correspondiente desclasificación; 
d. La fecha y la Resolución por la cual el titular del sector o pliego, según corresponda, 
prorrogó el carácter secreto de la información, por considerar que su divulgación podría 
poner en riesgo la seguridad de las personas, la integridad territorial y/o la subsistencia 
del régimen democrático, cuando ello corresponda; 
e. El número, tipo de documento y la fecha con que se fundamentó ante el Consejo de 
Ministros el mantenimiento del carácter restringido de la información, cuando ello 
corresponda; y, 
f. La fecha y la Resolución de desclasificación de la información de carácter reservado 
en el caso que hubiera desaparecido la causa que motivó su clasificación, cuando ello 
corresponda. 
  
Artículo 22.- Informe anual al Congreso de la República 
Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 22 de la Ley, las 
Entidades remitirán a la Presidencia del Consejo de Ministros, según cronograma que 
esta última establezca, la información relativa a las solicitudes de acceso a la 
información atendidas y no atendidas. El incumplimiento de esta disposición por parte de 
las Entidades acarreará la responsabilidad de su Secretario General o quien haga sus 
veces. 
La Presidencia del Consejo de Ministros remitirá el Informe Anual al Congreso de la 
República, antes del 31 de marzo de cada año. 
  

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
 

Primera.- Aplicación supletoria de la Ley Nº 27444 
En todo lo no previsto expresamente en el presente Reglamento, será de aplicación lo 
dispuesto por la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
  
Segunda.- Difusión de la Ley y el Reglamento 
La Entidades promoverán la difusión de la aplicación de la Ley y del presente 
Reglamento entre su personal con la finalidad de optimizar su ejecución. 
  
Tercera.- Adecuación del TUPA 
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Las Entidades que en sus Textos Únicos de Procedimientos Administrativos (TUPA) no 
cuenten con el procedimiento y determinación del costo de reproducción de acuerdo a la 
Ley y al presente Reglamento, asumirán el mismo hasta su adecuación. 
  
Cuarta.- Implementación 
Para efectos de la implementación del formato a que se refiere el artículo 10 del 
Reglamento, así como de la adecuación de los Textos Únicos de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) a que se refiere la Tercera Disposición Complementaria, las 
Entidades cuentan con (15) quince días útiles que rigen a partir de la publicación de la 
presente norma.  
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ANEXO II 

LEY N° 1712  -  6 MARZO 2014 

"POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA LA LEY DE TRANSPARENCIA Y DEL 
DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA NACIONAL y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES". 

 

El Congreso de la República 

DECRETA: 

Articulo 1. Objeto. EI objeto de la presente ley es regular el derecho de acceso a la 

información pública, los procedimientos para el ejercicio y garantía del derecho y las 

excepciones a la publicidad de información. 

Articulo 2. Principio de máxima publicidad para titular universal. Toda información 

en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podré ser reservada o 

limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley. 

Articulo 3. Otros principios de la transparencia y acceso a la información pública. 

En la interpretación del derecho de acceso a la información se deberá adoptar un criterio de 

razonabilidad y proporcionalidad, así como aplicar los siguientes principios: 

Principio de transparencia. Principio conforme al cual toda la información en poder de 

los sujetos obligados definidos en esta ley se presume pública, en consecuencia de lo cual 

dichos sujetos están en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma  en los términos 

más   amplios posibles y a través de los medios y procedimientos que at efecto establezca la 

ley, excluyendo solo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales y legales 

y bajo el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley. 

Principio de buena fe. En virtud del cual todo sujeto obligado, al cumplir con las 

obligaciones derivadas del derecho de acceso a la información pública, Io hará con motivación 

honesta, leal y desprovista de cualquier intención dolosa o culposa. 

Principio de facilitación. En virtud de este principio los sujetos obligados deberán facilitar el 

ejercicio del derecho de acceso a la información pública, excluyendo exigencias o requisitos que 

puedan obstruirlo o impedirlo. 

Principio de no discriminación. De acuerdo al cual los sujetos obligados deberán entregar 

información a todas las personas que Io soliciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones 

arbitrarias y sin exigir expresión de causa o motivación para la solicitud. 

Principio de gratuidad. Según este principio el acceso a la información pública es gratuito y 

no se podrá cobrar valores adicionales at costo de reproducción de la información. 

Principio de celeridad. Con este principio se busca la agilidad en el trámite y la gestión 

administrativa. Comporta la indispensable agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo de 

entidades y servidores públicos. 

Principio de eficacia. EI principio impone el logro de resultados mínimos en relación con las 

responsabilidades confiadas a los organismos estatales, con miras a la efectividad de los derechos 

colectivos e individuales. 

Principio de la calidad de la información. Toda la información de interés público que sea producida, 

gestionada y difundida por el sujeto obligado, deberá ser oportuna, objetiva, veraz, completa, 

reutilizable, procesable y estar disponible en formatos accesibles para los solicitantes e 
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interesados en ella, teniendo en cuenta los procedimientos de gestión documental de la 

respectiva entidad. 

Principio de la divulgación proactiva de la información. El derecho de acceso a la 

información no radica únicamente en la obligación de dar respuesta a las peticiones de la 

sociedad, sino también en el deber de los sujetos obligados de promover y generar una 

cultura de transparencia, to que conlleva la obligación de publicar y divulgar documentos y 

archivos que plasman la actividad estatal y de interés público, de forma rutinaria y 

proactiva, actualizada, accesible y comprensible, atendiendo a límites razonables del talento 

humano y recursos físicos y financieros. 

Principio de responsabilidad en el uso de la  información. En virtud  de este, 

cualquier persona que haga uso de la información que proporcionen los sujetos obligados, 

lo hará atendiendo a la misma. 

Articulo 4. Concepto del derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso a la 

información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a !a información pública en 

posesión o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la información solamente podrá ser 

restringido excepcionalmente. Las excepciones serán limitadas y proporcionales, deberán estar 

contempladas en la ley o en la Constitución y ser acordes con los principios de una sociedad 

democrática. 

El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de divulgar 

proactivamente la información pública y responder de buena fe, de manera adecuada, 

veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación de 

producir o capturar la información pública. Para cumplir lo anterior los sujetos obligados deberán 

implementar procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de 

documentos electrónicos auténticos. 

Parágrafo. Cuando el usuario considere que la solicitud de la información pone en riesgo su 

integridad o la de su familia, podré solicitar ante el Ministerio Público el procedimiento especial de        

solicitud con  identificación  reservada. 

Articulo 5. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a las 

siguientes personas en calidad de sujetos obligados: 

a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las Ramas del Poder 

Público, en todos los niveles de la estructura estatal, central o descentralizada por 

servicios o territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, municipal y distrital;  

b) Los órganos, organismos y entidades estatales independientes o autónomos y de 

control;  

c) Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas, que presten función pública, 

que presten servicios públicos respecto de la información directamente relacionada con 

la prestación del servicio público;  

d) Cualquier persona natural, jurídica o dependencia de persona jurídica que il 

desempeñe función pública o de autoridad pública, respecto de la información ji 

directamente relacionada con el desempeño de su función;  

e) Los partidos o movimientos políticos y los grupos significativos de ciudadanos; 

f) Las entidades que administren instituciones parafiscales, fondos o recursos de 
naturaleza u origen público. 

Las personas naturales o jurídicas que reciban o intermedien fondos o beneficios 
públicos territoriales y nacionales y no cumplan ninguno de los otros requisitos para ser 
considerados sujetos obligados, sólo deberán cumplir con la presente ley 

 

respecto de 
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aquella información que se produzca en relación con fondos públicos que reciban o 
intermedien.  

Parágrafo 1. No serán sujetos obligados aquellas personas naturales o jurídicas de 
carácter privado que sean usuarios de información pública. 

 

Artículo 6. Definiciones. 

a) Información. Se refiere a un conjunto organizado de datos contenido en cualquier 
documento que los sujetos obligados generen, obtengan,  adquieran, transformen o 
controlen. 

b) Información pública. Es toda información que un sujeto obligado genere, 
i 

obtenga, 

adquiera, o controle en su calidad de tal. 

c) Información pública clasificada. Es aquella información que estando en poder o 
custodia de un sujeto obligado en su calidad de tal, pertenece al ámbito propio, particular 
y privado o semi-privado de una persona natural o jurídica por lo que su acceso podrá 
ser negado o exceptuado, siempre que se trate de las circunstancias legítimas y 
necesarias y los derechos particulares o privados consagrados en el artículo 18 de esta 
ley. 

d) Información pública reservada. Es aquella información que estando en poder o 
custodia de un sujeto obligado en su calidad de tal, es exceptuada de acceso a la 
ciudadanía por daño a intereses públicos y bajo cumplimiento de la totalidad de los 
requisitos consagrados en el artículo 19 de esta ley. 

e) Publicar o divulgar. Significa poner a disposición en una forma de acceso general a 
los miembros del público e incluye la impresión, emisión y las formas electrónicas de 
difusión. 

f) Sujetos obligados. Se refiere a cualquier persona natural o jurídica, pública o privada 
incluida en el artículo 5° de esta ley. 

g) Gestión documental. Es el conjunto de actividades administrativas y 

técnicas tendientes a Ia planificación, procesamiento, manejo y 

organización de la documentación producida y recibida por los sujetos 

obligados, desde su origen hasta su destino final, con el objeto de facilitar su 

utilización y conservación. 

h) Documento de archivo. Es el registro de información producida o 

recibida por una entidad pública o privada en razón de sus actividades o 

funciones. 

i) Archivo. Es el conjunto de documentos, sea cual fuere su fecha, forma 

y soporte material, acumulados en un proceso natural por una persona o 

entidad pública o privada, en el transcurso de su gestión, conservados 

respetando aquel orden para servir como testimonio e información a la 

persona o institución que los produce y a los ciudadanos, como fuentes de 

Ia historia. También se puede entender como la institución que está al 

servicio de Ia gestión administrativa, Ia información, Ia investigación y la 

cultura. 

j) Datos Abiertos. Son todos aquello datos primarios o sin procesar, que 

se encuentran en formatos estándar e interoperables que facilitan su 

acceso y reutilización, los cuales están bajo la custodia de las entidades 

públicas o privadas que cumplen con funciones públicas y que  son  

puestos a disposición de cualquier ciudadano, de forma libre y sin 
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restricciones, con el fin de que terceros puedan reutilizarlos y crear 

servicios derivados de los mismos. 

k) Documento en construcción. No será considerada información 
pública aquella información preliminar y no definitiva, propia del proceso 
deliberatorio de un sujeto obligado en su calidad de tal. 

 

TITULO II 

DE LA PUBLICIDAD Y DEL CONTENIDO DE LA INFORMACION 

Articulo 7. Disponibilidad de la Información. En virtud de los principios 
señalados, deberá estar a disposición del público Ia información a la 
que hace referencia la presente ley, a través de medios físicos,  
remotos o locales de comunicación electrónica. Los sujetos obligados deberán 
tener a disposición de las personas interesadas dicha información en la 
Web, a fin de que estas puedan obtener la información, de manera directa 
o mediante impresiones. Asimismo, estos deberán proporcionar apoyo a los 
usuarios que lo requieran y proveer todo tipo de asistencia respecto de los 
trámites y servicios que presten. 

Parágrafo. Se permite en todo caso Ia retransmisión de televisión por 
internet cuando el contenido sea información pública de entidades del 
estado o noticias al respecto. 

Articulo 8. Criterio diferencial de accesibilidad. Con el objeto de facilitar 
que las poblaciones específicas accedan a Ia información que particularmente 
las afecte, los sujetos obligados, a solicitud de las autoridades de las 
comunidades, divulgarán la información pública en diversos idiomas y 
lenguas y elaborarán formatos alternativos comprensibles para dichos 
grupos. Deberá asegurarse el acceso a esa información a los distintos 
grupos étnicos y culturales del país y en especial se adecuaran los 
medios de comunicación para que faciliten el acceso a las personas que se 
encuentran en situación de discapacidad. 

Articulo 9. Información mínima obligatoria respecto a Ia estructura 
del sujeto obligado. Todo sujeto obligado deberá publicar la siguiente 
información mínima obligatoria de manera proactiva en los sistemas de 
información del Estado o herramientas que lo sustituyan: 

a) La descripción de su estructura orgánica, funciones y deberes, la 
ubicación de sus sedes y aéreas, divisiones o departamentos, y sus horas de 
atención al público; 

b) Su presupuesto general, ejecución presupuestal histórica anual y 
planes de gasto público para cada año fiscal, de conformidad con el artículo 
74 de la ley 1474 de 2011; 

c) Un directorio que incluya el cargo, direcciones de correo electrónico y 
teléfono del despacho de los empleados y funcionarios y las escalas 
salariales correspondientes a las categorías de todos los servidores que 
trabajan en el sujeto obligado, de conformidad con el formato de 
información de servidores públicos y contratistas; 

d) Todas las normas generales y reglamentarias, políticas, lineamientos 
o manuales, las metas y objetivos de las unidades administrativas de 
conformidad con sus programas operativos y los resultados de las auditorias 
al ejercicio presupuestal e indicadores de desempeño; 

e) Su respectivo plan de compras anual, así como las contrataciones 
adjudicadas, para Ia correspondiente vigencia en lo relacionado con 
funcionamiento e inversión, las obras públicas, los bienes adquiridos, 
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arrendados y en caso de los servicios de estudios o investigaciones deberá 
señalarse el tema especifico, de conformidad con el artículo 74 de Ia ley 
1474 de 2011. En el caso de las personas naturales con contratos de 
prestación de servicios, deberá publicarse el objeto del contrato, monto de los 
honorarios y direcciones de correo electrónico, de conformidad con el formato 
de información de servidores públicos y contratistas; 

f) Los plazos de cumplimiento de los contratos; 

g) Publicar el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano, de 
conformidad con el artículo 73 de la ley 1474 de 2011. 

Parágrafo 1®. La información a que se refiere este artículo deberá publicarse 
de tal forma que facilite su uso y comprensión por las personas, y que 
permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad. 

Parágrafo 2°. En relación a los literales c) y e) del presente artículo, el 
Departamento Administrativo de la Función Pública establecerá un 
formato de información de los servidores públicos y de personas 
naturales con contratos de prestación de servicios, el cual contendrá los 
nombres y apellidos completos, ciudad de nacimiento, formación 
académica, experiencia laboral y profesional de los funcionarios y de los 
contratistas. Se omitirá cualquier información que afecte la privacidad y 
el buen nombre de los servidores públicos y contratistas, en los 
términos definidos por la Constitución y Ia ley. 

Parágrafo 3°: Sin perjuicio a lo establecido en el presente artículo, los 
sujetos obligados deberán observar lo establecido por Ia estrategia de 
gobierno en línea, o Ia que haga sus veces, en cuanto a Ia publicación y 
divulgación de Ia información. 

Artículo 10. Publicidad de Ia contratación. En el caso de Ia 
información de contratos indicada en el articulo 9 literal e), tratándose de 
contrataciones sometidas al régimen de contratación estatal, cada entidad 
publicara en el medio electrónico institucional sus contrataciones en curso y 
un vínculo al sistema electrónico para Ia contratación pública o el que 
haga sus veces, a través del cual podrá accederse directamente a Ia 
información correspondiente al respectivo proceso contractual, en aquellos 
que se encuentren sometidas a dicho sistema, sin excepción. 

Parágrafo. Los sujetos obligados deberán actualizar la Información a Ia 
que se refiere el artículo 9°, mínimo cada mes. 

Articulo 11. Información mínima obligatoria respecto a servicios, 
procedimientos y funcionamiento del sujeto obligado. Todo sujeto 
obligado deberá publicar Ia siguiente información mínima obligatoria de 
manera proactiva: 

a) Detalles pertinentes sobre todo servicio que brinde directamente al 
público, incluyendo normas, formularios y protocolos de atención; 

b) Toda la información correspondiente a los trámites que se pueden 
agotar en Ia entidad, incluyendo Ia normativa relacionada, el proceso, los 
costos asociados y los distintos formatos o formularios requeridos; 

c) Una descripción de los procedimientos que se siguen para tomar 
decisiones en las diferentes aéreas; 

d) El contenido de toda decisión y/o política que haya adoptado y 
afecte al público, junto con sus fundamentos y toda interpretación 
autorizada de ellas; 

    e) Todos los informes de gestión, evaluación y auditoria del sujeto 
obligado; 
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f) Todo mecanismo interno y externo de supervisión, notificación y 
vigilancia pertinente del sujeto obligado; 

g) Sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de 
adquisiciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y 
ejecución de contratos, incluidos concursos y licitaciones; 

h) Todo mecanismo de presentación directa de solicitudes, quejas y 
reclamos a disposición del público en relación con acciones u omisiones 
del sujeto obligado. Junto con un informe de todas las solicitudes, 
denuncias y los tiempos de respuesta del sujeto obligado; 

i) Todo mecanismo o procedimiento por medio del cual el público 
pueda participar en Ia formulación de la política o el ejercicio de las 
facultades de ese sujeto obligado; 

j) Un registro de publicaciones que contenga los documentos 
publicados de conformidad con Ia presente ley y automáticamente 
disponibles, asi como un Registro de Activos de Información; 

k) Los sujetos obligados deberán publicar datos abiertos, para lo cual 
deberán contemplar las excepciones establecidas en el titulo 3 de la 
presente ley. Adicionalmente, para las condiciones técnicas de su 
publicación, se deberán observar los requisitos que establezca el gobierno 
nacional a través del Ministerio de las Tecnologías de Ia Información y las 
Comunicaciones o quien haga sus veces. 

Articulo 12. Adopción de esquemas de publicación. Todo sujeto 
obligado deberá adoptar y difundir de manera amplia su esquema de 
publicación, dentro de los seis meses siguientes a Ia entrada en vigencia 
de la presente ley. El esquema será difundido a través de su sitio Web, 
y en su defecto, en los dispositivos de divulgación existentes en su 
dependencia, incluyendo boletines, gacetas y carteleras. El esquema de 
publicación deberá establecer: 

a) Las clases de información que el sujeto obligado publicará de 
manera proactiva y que en todo caso deberá comprender Ia información 
mínima obligatoria; 

     b) La manera en Ia cual publicará dicha información; 

     c) Otras recomendaciones adicionales que establezca el Ministerio Publico, 

d) Los cuadros de clasificación documental que faciliten la consulta de los 
documentos públicos que se conservan en los archivos del respectivo sujeto 
obligado, de acuerdo con Ia reglamentación establecida por el Archivo General de la 
Nación, 

e) La periodicidad de la divulgación, acorde a los principios 
administrativos de la función pública. 

Todo sujeto obligado deberá publicar información de conformidad con su 
esquema de publicación. 

Articulo 13. Registros de Activos de Información. Todo sujeto obligado 

deberá crear y mantener actualizado el Registro de Activos de Información haciendo 
un listado de: 

a) Todas las categorías de información publicada por el sujeto obligado. 

b) Todo registro publicado. 

c) Todo registro disponible para ser solicitado por el público. 

El Ministerio Público podrá establecer estándares en relación a los Registros 
Activos de Información. 
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Todo sujeto obligado deberá asegurarse de que sus Registros de 
Activos de Información cumplan con los estándares establecidos por el 
Ministerio Público y con aquellos dictados por el Archivo General de la 
Nación, en relación a la constitución de las Tablas de Retención Documental 
—TRD- y los inventarios documentales. 

Articulo 14. Información publicada con anterioridad. Los sujetos 
obligados deben garantizar y facilitar a los solicitantes, de Ia manera más 
sencilla posible, el acceso a toda Ia información previamente divulgada. Se 
publicará esta información en los términos establecidos. 

Cuando se dé respuesta a una de las solicitudes aquí previstas, ésta deberá 
hacerse pública de manera proactiva en el sitio Web del sujeto obligado, y en 
defecto de la existencia de un sitio Web, en los dispositivos de divulgación 
existentes en su dependencia. 

Articulo 15. Programa de Gestión Documental. Dentro de los seis (6) meses 

siguientes a Ia entrada en vigencia de la presente ley, los sujetos obligados deberán 
adoptar un Programa de Gestión Documental en el cual se establezcan los 
procedimientos y lineamientos necesarios para Ia producción, distribución, 
organización, consulta y conservación de los documentos públicos. Este Programa 
deberá integrarse con las funciones administrativas del sujeto obligado. Deberán 
observarse los lineamientos y recomendaciones que el Archivo General de la Nación y 

demás entidades competentes expidan en Ia materia. 

Articulo 16. Archivos. En su carácter de centros de información 
institucional que contribuyen tanto a Ia eficacia y eficiencia del Estado en el 
servicio al ciudadano, como a Ia promoción activa del acceso a Ia 
información pública, los sujetos obligados deben asegurarse de que 
existan dentro de sus entidades procedimientos claros para Ia creación, 
gestión, organización y conservación de sus archivos. Los procedimientos 
adoptados deberán observar los lineamientos que en la materia sean 
producidos por el Archivo General de Ia Nación. 

Articulo 17. Sistemas de información. Para asegurar que los 
sistemas de información electrónica sean efectivamente una 
herramienta para promover el acceso a Ia información pública, los sujetos 
obligados deben asegurar que éstos: 

a) Se encuentren alineados con los distintos procedimientos y articulados 
con los lineamientos establecidos en el Programa de Gestión Documental de 
Ia entidad; 

b) Gestionen la misma información que se encuentre en los sistemas 
administrativos del sujeto obligado; 

c) En el caso de la información de interés público, deberá existir una 
ventanilla en la cual se pueda acceder a la información en formatos y 
lenguajes comprensibles para los ciudadanos; 

d) Se encuentren alineados con la estrategia de gobierno en línea o 
de la que haga sus veces. 

 

TITULO III 

EXCEPCIONES ACCESO A LA INFORMACION 

Articulo 18. Información exceptuada por daño de derechos a 
personas naturales o jurídicas. Es toda aquella información pública 
clasificada, cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de manera 
motivada y por escrito, siempre que el acceso pudiere causar un daño, a los 
siguientes derechos: 
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a) El derecho de toda persona a Ia intimidad, bajo las limitaciones 
propias que impone la condición de servidor público, en concordancia con lo 
estipulado. 

    b) El derecho de toda persona a Ia vida, Ia salud o la seguridad; 

    c) Los secretos comerciales, industriales y profesionales, así como los 
estipulados en el parágrafo del artículo 77 de la ley 1474 de 2011. 

Parágrafo. Estas excepciones tiene una duración ilimitada y no deberán 
aplicarse cuando la persona natural o jurídica ha consentido en la 
revelación de sus datos personales o privados o bien cuando es claro 
que la información fue entregada como parte de aquella información que 
debe estar bajo el régimen de publicidad aplicable. 

Articulo 19. Información exceptuada por daño a los intereses 
públicos. Es toda aquella información pública reservada, cuyo acceso 
podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por escrito en 
las siguientes circunstancias, siempre que dicho acceso estuviere 
expresamente prohibido por una norma legal o constitucional: 

a) La defensa y seguridad nacional. 

b) La seguridad 

c) Las relaciones internacionales. 

d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las faltas 
disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de 
aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso. 

e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales. 

f) La administración efectiva de la justicia. 

g) Los derechos de Ia infancia y Ia adolescencia. 

h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país. 

i) La salud 

Parágrafo. Se exceptúan también los documentos que contengan las 
opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los 
servidores públicos. 

Articulo 20. Índice de Información clasificada y reservada. Los 
sujetos obligados deberán mantener un índice actualizado de los actos, 
documentos e informaciones calificados como clasificados o reservados, de 
conformidad a esta ley. El índice incluirá sus denominaciones, la motivación y 
Ia individualización del acto en que conste tal calificación. 

Articulo 21. Divulgación parcial y otras reglas. En aquellas 
circunstancias en que Ia totalidad de la información contenida en un 
documento no esté protegida por una excepción contenida en Ia presente 
ley, debe hacerse una versión pública que mantenga la reserva únicamente 
de la parte indispensable. La información pública que no cae en ningún 
supuesto de excepción deberá ser entregada a la parte solicitante, así 
como ser de conocimiento público. La reserva de acceso a Ia 
información opera respecto del contenido de un documento público pero no 
de su existencia. 

Ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra o 
no en su poder o negar la divulgación de un documento. 

Las excepciones de acceso a Ia información contenidas en la presente ley no 
aplican en casos de violación de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, y 
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en todo caso deberán protegerse los derechos de las victimas de dichas 
violaciones. 

Articulo 22. Excepciones temporales. La reserva de las informaciones 

amparadas por el artículo 19, no deberá extenderse por un período mayor a quince 

(15) años. 

 

TITULO IV 

DE LAS GARANTIAS AL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACION 

Articulo 23. Funciones del Ministerio Público. El Ministerio Público será el 

encargado de velar por el adecuado cumplimiento de las obligaciones estipuladas en 
la presente ley. Para tal propósito, la Procuraduría General de Ia Nación en un plazo 
no mayor a seis meses establecerá una metodología para que aquel cumpla las 
siguientes funciones y atribuciones: 

a) Desarrollar acciones preventivas para el cumplimiento de esta ley. 

b) Realizar informes sobre el cumplimiento de las decisiones de tutelas sobre 
acceso a la información. 

c) Publicar las decisiones de tutela y normatividad sobre acceso a !a 
información pública. 

d) Promover el conocimiento y aplicación de Ia presente ley y sus disposiciones 
entre los sujetos obligados, así como su comprensión entre el público, teniendo en 
cuenta criterios diferenciales para su accesibilidad, sobre las materias de su 
competencia mediante la publicación y difusión de una guía sobre el derecho de 
acceso a la información. 

e) Aplicar las sanciones disciplinarias que Ia presente ley consagra. 

f) Decidir disciplinariamente, en los casos de ejercicio de poder preferente, 
los casos de faltas o mala conducta derivada del derecho de acceso a Ia 
información. 

g) Promover Ia transparencia de Ia función pública, el acceso y Ia publicidad 
de Ia información de las entidades del Estado, por cualquier medio de 
publicación. 

h) Requerir a los sujetos obligados para que ajusten sus procedimientos y 
sistema de atención al ciudadano a dicha legislación. 

i) Realizar, directamente o a través de terceros, actividades de 
capacitación de funcionarios públicos en materia de transparencia y acceso a 
Ia información. 

j) Efectuar estadísticas y reportes sobre transparencia y acceso a la 
información de los órganos de la administración del Estado y sobre el 
cumplimiento de esta ley. 

k) Entregar en debida forma las respuestas a las peticiones formuladas con 
solicitud de identificación reservada a las que se refiere el parágrafo del 
artículo 40 de la presente ley. 

I) Implementar y administrar los sistemas de información en el cumplimiento 
de sus funciones para lo cual establecerá los plazos y criterios del reporte por parte 
de las entidades públicas que considere necesarias. 

Las entidades del Ministerio Público contarán con una oficina designada que 

dispondrá de los medios necesarios para el cumplimiento de las anteriores funciones 
y atribuciones. 

9 
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Articulo 24. Del Derecho de Acceso a Ia Información. Toda persona tiene 

derecho a solicitar y recibir información de cualquier sujeto obligado, en la forma y 
condiciones que establece esta ley y la Constitución. 

Articulo 25. Solicitud de acceso a la Información Pública. Es aquella 
que, de forma oral o escrita, incluida Ia vía electrónica, puede hacer 
cualquier persona para acceder a la información pública. 

Parágrafo. En ningún caso podrán ser rechazadas Ia petición por 
motivos de fundamentación inadecuada o incompleta. 

Articulo 26. Respuesta a solicitud de acceso a información. Es aquel 
acto escrito mediante el cual, de forma oportuna, veraz, completa, 
motivada y actualizada, todo sujeto obligado responde materialmente a 
cualquier persona que presente una solicitud de acceso a información 
pública. Su respuesta se dará en los términos establecidos. 

La respuesta a la solicitud deberá ser gratuita o sujeta a un costo que no 
supere el valor de Ia reproducción y envío de Ia misma al solicitante. Se 
preferirá, cuando sea posible, según los sujetos pasivo y activo, la 
respuesta por vía electrónica, con el consentimiento del solicitante. 

Articulo 27. Recursos del solicitante. Cuando la respuesta a Ia 
solicitud de información invoque Ia reserva de seguridad y defensa 
nacional o relaciones internacionales, el solicitante podrá acudir al recurso 
de reposición, el cual deberá interponerse por escrito y sustentando en la 
diligencia de notificación, o dentro de los tres (3) días siguientes a ella. 

Negado este recurso corresponderá al Tribunal administrativo con jurisdicción 
en el lugar donde se encuentren los documentos, si se trata de 
autoridades nacionales, departamentales o del Distrito Capital de Bogotá, o 
al juez administrativo si se trata de autoridades distritales y municipales, 
decidir en única instancia si se niega o se acepta, total o parcialmente, la 
petición formulada. 

Para ello, el funcionario respectivo enviará Ia documentación 
correspondiente al tribunal o al juez administrativo en un plazo no superior 
a tres (3) días. En caso de que el funcionario incumpla esta obligación el 
solicitante podrá hacer el respectivo envío de manera directa. 

El juez administrativo decidirá dentro de los diez (10) días siguientes. Este 
término se interrumpirá en los siguientes casos: 

1. Cuando el tribunal o el juez administrativo solicite copia o fotocopia de los 
documentos sobre cuya divulgación deba decidir, o cualquier otra 
información que requieran, y hasta Ia fecha en la cual las reciba 
oficialmente. 

2. Cuando la autoridad solicite, a Ia sección del Consejo de Estado que 
el reglamento disponga, asumir conocimiento del asunto en atención a su 
importancia jurídica o con el objeto de unificar criterios sobre el tema. Si al 
cabo de cinco (5) días la sección guarda silencio, o decide no avocar 
conocimiento, Ia actuación continuará ante el respectivo tribunal o juzgado 
administrativo. 

Parágrafo. Será procedente la acción de tutela para aquellos casos 
no contemplados en el presente artículo, una vez agotado el recurso de 
reposición del Código Contencioso Administrativo. 

Articulo 28. Carga de Ia prueba. Le corresponde al sujeto obligado 
aportar las razones y pruebas que fundamenten y evidencien que la 
información solicitada debe permanecer reservada o confidencial. En 
particular, el sujeto obligado debe demostrar que Ia información debe 
relacionarse con un objetivo legitimo establecido legal o constitucionalmente. 
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Además, deberá establecer si se trata de una excepción contenida en los 
artículos 18 y 19 de esta ley y si la revelación de la información causaría un 
daño presente, probable y especifico que excede el interés público que 
representa el acceso a la información. 

Artículo 29. Responsabilidad Penal. Todo acto de ocultamiento, 
destrucción o alteración deliberada total o parcial de información pública, una 
vez haya sido objeto de una solicitud de información, será sancionado en los 
términos del artículo 292 del Código Penal. 

 

TITULO V 

VIGENCIA Y MEDIDAS DE PROMOCION 

Artículo 30. Capacitación. El Ministerio Público, con el apoyo de Ia sociedad 
civil interesada en participar, deberá asistir a los sujetos obligados y a Ia 
ciudadanía en Ia capacitación con enfoque diferencial, para la aplicación de 
esta ley. 

Artículo 31. Educación Formal. El Ministerio de Educación, con el apoyo de Ia 

sociedad civil, deberá promover que en el área relacionada con el estudio de Ia 

Constitución, Ia instrucción cívica y el fomento de prácticas democráticas 
obligatorias para las instituciones educativas privadas y públicas, de conformidad 
con el artículo 41 de Ia Constitución Política, se incluya información sobre el derecho 
de acceso a Ia información, sus principios y sus reglas básicas. 

Articulo 32. Política Pública de acceso a la información. El diseño, promoción e 
implementación de Ia política pública de acceso a la información pública, estará a 
cargo de Ia Secretaria de Transparencia de Ia Presidencia de Ia República, el 

Ministerio de Tecnología de la Información y Comunicaciones, el Departamento 
Administrativo de Ia Función Pública (DAFP), el Departamento Nacional de 
Planeación (DNP), el Archivo General de Ia Nación y el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE). 

Articulo 33. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a los seis (6) meses de 
Ia fecha de su promulgación para todos los sujetos obligados del orden 
nacional. Para los entes territoriales Ia ley entrará en vigencia un año después de 

su promulgación. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

 

EL PRESIDENTE DEL SENADO DE LA REPUBLICA 

JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS 

 

EL SECRETARIO GENERAL DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA 

GREGORIO ELJACH PACHECO 

 

EL PRESIDENTE DE-LA H.CAMARA DE REPRESENTANTES 

HERNAN PENAGOS GIRALDO 

 

EL SECRETARIO GENERAL DE LA H. CAMARA DE REPRESENTANTES 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 

 

LEY 1712 – 6 MARZO 2014 
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"POR MEDIO  DE LA CUAL SE CREA LA LEY DE TRANSPARENCIA Y DEL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA NACIONAL Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES" 

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 

En cumplimiento de lo dispuesto en Ia Sentencia C-274 del 9 de mayo de 
2013, proferida por la Corte Constitucional, se procede a la sanción del 
proyecto de Ley, toda vez que dicha Corporación ordena la remisión 
del expediente al Congreso de la Republica, para continuar el trámite 
legislativo de rigor y su posterior envío al Presidente de la República 
para efecto de Ia correspondiente sanción. 

Dada en Bogotá, D.C., a los 6 marzo 2014. 

EL MINISTRO DE INTERIOR, 

AURELIO IRAGORRI VALENCIA 

 

EL MINISTRO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, 

ALFONSO GOMEZ MENDEZ 

 

LA MINISTRA DE EDUCACION NACIONAL, 

MARIA FERNANDA CAMPO SAAVEDRA 

 

EL MINISTRO DE TECNOLOGIAS, DE LA INFORMACION Y LAS COMUNICACIONES, 

DIEGO MOLANO VEGA 

 

 

DECRETO 103 DE 2015 NIVEL NACIONAL 

 

Fecha de Expedición: 20/01/2015  

Fecha de Entrada en Vigencia: 20/01/2015  

Medio de Publicación: Diario Oficial 49400 de enero 20 de 2015  

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley  1712 de 2014 y se dictan otras 
disposiciones 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las que le 
confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, y  

CONSIDERANDO: 

Que la Ley 1712 de 2014, Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
Información Pública Nacional, tiene por objeto regular el derecho de acceso a la 
información pública, los procedimientos para el ejercicio y garantía del derecho y las 
excepciones a la publicidad de información, y constituye el marco general de la 
protección del ejercicio del derecho de acceso a la información pública en Colombia.  

Que de conformidad con la citada ley, el diseño, promoción e implementación de la 
política pública de acceso a la información pública está a cargo de la Secretaría de 
Transparencia de la Presidencia de la República, del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, del Departamento Administrativo de la Función 
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Pública, del Departamento Nacional de Planeación, del Archivo General de la Nación y 
del Departamento Administrativo Nacional de Estadística.  

Que para facilitar la implementación y cumplimiento de la Ley 1712 de 2014 se hace 
necesaria su reglamentación en los temas relacionados con la gestión de la información 
pública en cuanto a: su adecuada publicación y divulgación, la recepción y respuesta a 
solicitudes de acceso a ésta, su adecuada clasificación y reserva, la elaboración de los 
instrumentos de gestión de información, así como el seguimiento de la misma. 

DECRETA: 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1°. Objeto. Este decreto tiene por objeto reglamentar la Ley 1712 de 2014, en 
lo relativo a la gestión de la información pública.  

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente decreto serán 
aplicables a los sujetos obligados a los que se refiere el artículo 5° de la Ley 1712 de 
2014, en los términos allí señalados.  

Parágrafo. Para los sujetos obligados previstos en los literales c), d), f) y en el último 
inciso del mencionado artículo 5°, las disposiciones contenidas en este decreto serán 
aplicables respecto a la información relacionada con el cumplimiento de la función 
pública delegada o servicio público que presten, o los fondos o recursos de naturaleza u 
origen público que reciban, intermedien o administren, atendiendo las reglas especiales 
que regulan cada sector.  

TÍTULO II 

PUBLICACIÓN Y DIVULGACIÓN DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA – 
TRANSPARENCIA ACTIVA 

CAPÍTULO I 

Directrices Generales para la Publicación de Información Pública 

Artículo 3°. Estándares para publicar la información. El Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones a través de la estrategia de Gobierno en Línea 
expedirá los lineamientos que deben atender los sujetos obligados para cumplir con la 
publicación y divulgación de la información señalada en la Ley 1712 de 2014, con el 
objeto de que sean dispuestos de manera estandarizada.  

Artículo 4°. Publicación de información en sección particular del sitio web oficial. 
Los sujetos obligados, de conformidad con las condiciones establecidas en el artículo 5° 
de la Ley 1712 de 2014, deben publicar en la página principal de su sitio web oficial, en 
una sección particular identificada con el nombre de “Transparencia y acceso a 
información pública”, la siguiente información:  

(1) La información mínima requerida a publicar de que tratan los artículos 9°, 10 y 11 de 
la Ley 1712 de 2014. Cuando la información se encuentre publicada en otra sección del 
sitio web o en un sistema de información del Estado, los sujetos obligados deben 
identificar la información que reposa en estos y habilitar los enlaces para permitir el 
acceso a la misma.  

(2) El Registro de Activos de Información.  

(3) El índice de Información Clasificada y Reservada.  

(4) El Esquema de Publicación de Información.  

(5) El Programa de Gestión Documental.  

(6) Las Tablas de Retención Documental.  

(7) El informe de solicitudes de acceso a la información señalado en el artículo 52 del 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=56882#5.f
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presente decreto.  

(8) Los costos de reproducción de la información pública, con su respectiva motivación.  

Parágrafo 1°. Entiéndase por Tabla de Retención Documental la lista de series docu-
mentales con sus correspondientes tipos de documentos, a los cuales se les asigna el 
tiempo de permanencia en cada etapa del ciclo vital de los documentos.  

Parágrafo 2°. Para efectos del cumplimiento de la Ley 1712 de 2014 y del presente de-
creto, los términos ventanilla electrónica, sitio web oficial y medio electrónico institucional 
se entenderán como equivalentes.  

Artículo 5°. Directorio de Información de servidores públicos, empleados y 
contratistas. Para efectos del cumplimiento de lo establecido en los literales c) y e) y en 
el parágrafo 2° del artículo 9° de la Ley 1712 de 2014, los sujetos obligados, de 
conformidad con las condiciones establecidas en el artículo 5° de la citada Ley, deben 
publicar de forma proactiva un Directorio de sus servidores públicos, empleados, y 
personas naturales vinculadas mediante contrato de prestación de servicios, que 
contenga por lo menos la siguiente información:  

(1) Nombres y apellidos completos.  

(2) País, Departamento y Ciudad de nacimiento.  

(3) Formación académica.  

(4) Experiencia laboral y profesional.  

(5) Empleo, cargo o actividad que desempeña.  

(6) Dependencia en la que presta sus servicios en la entidad o institución.  

(7) Dirección de correo electrónico institucional.  

(8) Teléfono Institucional.  

(9) Escala salarial según las categorías para servidores públicos y/o empleados del 
sector privado.  

(10) Objeto, valor total de los honorarios, fecha de inicio y de terminación, cuando se 
trate contratos de prestación de servicios. 

Parágrafo 1°. Para las entidades u organismos públicos, el requisito se entenderá 
cumplido con publicación de la información que contiene el directorio en el Sistema de 
Gestión del Empleo Público (SIGEP), de que trata el artículo 18 de la Ley 909 de 2004 y 
las normas que la reglamentan.  

Parágrafo 2°. La publicación de la información de los contratos de prestación de 
servicios en el Sistema de Gestión del Empleo Público (SIGEP) no releva a los sujetos 
obligados que contratan con recursos públicos de la obligación de publicar la actividad 
contractual de tales contratos en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública 
(SECOP).  

Artículo 6°. Publicación de los trámites y servicios que se adelantan ante los 
sujetos obligados. Los sujetos obligados deben publicar en su sitio web oficial los 
trámites que se adelanten ante los mismos, señalando la norma que los sustenta, 
procedimientos, costos, formatos y formularios requeridos.  

Para los sujetos obligados a inscribir sus trámites en el Sistema Único de Información de 
Trámites y Procedimientos Administrativos (SUIT), de que trata la Ley 962 de 2005 y el 
Decreto-ley 019 de 2012, dicho requisito se entenderá cumplido con la inscripción de los 
trámites en dicho sistema y la relación de los nombres de los mismos en el respectivo 
sitio web oficial del sujeto obligado con un enlace al Portal del Estado Colombiano o el 
que haga sus veces.  

Artículo 7°. Publicación de la información contractual. De conformidad con el literal 
(c) del artículo 3° de la Ley 1150 de 2007, el sistema de información del Estado en el 
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cual los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos deben cumplir la 
obligación de publicar la información de su gestión contractual es el Sistema Electrónico 
para la Contratación Pública (SECOP).  

Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos deben publicar la 
información de su gestión contractual en el plazo previsto en el artículo 19 del Decreto 
1510 de 2013, o el que lo modifique, sustituya o adicione.  

Los sujetos obligados que contratan con recursos públicos y recursos privados, deben 
publicar la información de su gestión contractual con cargo a recursos públicos en el 
Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP).  

Artículo 8°. Publicación de la ejecución de contratos. Para efectos del cumplimiento 
de la obligación contenida en el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, relativa 
a la información sobre la ejecución de contratos, el sujeto obligado debe publicar las 
aprobaciones, autorizaciones, requerimientos o informes del supervisor o del interventor, 
que prueben la ejecución del contrato.  

Artículo 9°. Publicación de procedimientos, lineamientos y políticas en materia de 
adquisición y compras. Para los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos 
públicos, los procedimientos, lineamientos y políticas en materia de adquisición y 
compras de los que trata el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014 son los 
previstos en el manual de contratación expedido conforme a las directrices señaladas por 
la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente -, el cual debe 
estar publicado en el sitio web oficial del sujeto obligado.  

Artículo 10. Publicación del Plan Anual de Adquisiciones. Los sujetos obligados que 
contratan con cargo a recursos públicos deben publicar en su página web y en el SECOP 
el Plan Anual de Adquisiciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 74 de la Ley 
1474 de 2011, el literal e) del artículo 9° de la Ley 1712 de 2014 y el Decreto 1510  de 
2013, o el que lo modifique, sustituya o adicione.  

Los sujetos obligados que no contratan con cargo a recursos públicos no están obligados 
a publicar su Plan Anual de Adquisiciones.  

Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos y recursos privados, 
deben publicar en su página web y en el SECOP el Plan Anual de Adquisiciones para los 
recursos de carácter público que ejecutarán en el año.  

Se entenderá como definición de Plan Anual de Adquisiciones respecto a todos los 
sujetos obligados que contratan con recursos públicos, la prevista en el artículo 3° del 
Decreto 1510 de 2013, o el que lo modifique, sustituya o adicione.  

Artículo 11. Publicación de Datos Abiertos. Las condiciones técnicas de que trata el 
literal k) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014 para la publicación de datos abiertos, 
serán elaboradas por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y publicados en el Portal de Datos Abiertos del Estado colombiano o la 
herramienta que lo sustituya. 

CAPÍTULO II 

Accesibilidad y otras directrices 

Artículo 12. Formato alternativo. Para efectos de lo previsto en el artículo 8° de la Ley 
1712 de 2014, se entenderá por formato alternativo, la forma, tamaño o modo en la que 
se presenta la información pública o se permite su visualización o consulta para los 
grupos étnicos y culturales del país, y para las personas en situación de discapacidad, en 
aplicación del criterio diferencial de accesibilidad.  

Artículo 13. Accesibilidad en medios electrónicos para población en situación de 
discapacidad. Todos los medios de comunicación electrónica dispuestos para divulgar 
la información deberán cumplir con las directrices de accesibilidad que dicte el Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones a través de los lineamientos que 
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se determinen en la Estrategia de Gobierno en línea.  

Artículo 14. Accesibilidad a espacios físicos para población en situación de 
discapacidad. Los sujetos obligados deben cumplir con los criterios y requisitos 
generales de accesibilidad y señalización de todos los espacios físicos destinados para 
la atención de solicitudes de información pública y/o divulgación de la misma, conforme a 
los lineamientos de la Norma Técnica Colombiana 6047, “Accesibilidad al medio físico. 
Espacios de servicio al ciudadano en la Administración Pública. Requisitos”, o la que la 
modifique o sustituya, atendiendo al principio de ajustes razonables establecido en dicha 
norma.  

Artículo 15. Publicación del mecanismo o procedimiento para participar en la for-
mulación de políticas o en el ejercicio de las facultades del sujeto obligado. Los 
sujetos obligados, de acuerdo con el régimen legal aplicable, deben publicar los 
procedimientos a que deben sujetarse los ciudadanos, usuarios o interesados en 
participar en la formulación de políticas y en el control o evaluación de la gestión 
institucional, indicando: los sujetos que pueden participar, los medios presenciales y 
electrónicos, y las áreas responsables de la orientación y vigilancia para su 
cumplimiento.  

TÍTULO III 

GESTIÓN DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN PÚBLICA – TRANSPARENCIA 
PASIVA 

CAPÍTULO ÚNICO 

Recepción y Respuesta a Solicitudes de Información Pública y otras Directrices 

Artículo 16. Medios idóneos para recibir solicitudes de información pública. Se 
consideran medios idóneos para la recepción de solicitudes de información los 
siguientes:  

(1) Personalmente, por escrito o vía oral, en los espacios físicos destinado por el sujeto 
obligado para la recepción de solicitudes de información pública.  

(2) Telefónicamente, al número fijo o móvil destinado por el sujeto obligado para la 
recepción de solicitudes de información pública.  

(3) Correo físico o postal, en la dirección destinada por el sujeto obligado para la 
recepción de solicitudes de información pública.  

(4) Correo electrónico institucional destinado por el sujeto obligado para la recepción de 
solicitudes de información pública.  

(5) Formulario electrónico dispuesto en el sitio web oficial del sujeto obligado, en un 
formato que siga los lineamientos que definida el Ministerio de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones a través de la estrategia de Gobierno en Línea.  

Parágrafo 1°. Los sujetos obligados deben divulgar en el sitio web oficial, en medios de 
comunicación física y en otros canales de comunicación habilitados por el mismo, los 
números telefónicos y las direcciones físicas y electrónicas oficiales destinadas para la 
recepción de las solicitudes de información pública.  

Parágrafo 2°. Las condiciones de seguridad que deben atender los medios electrónicos 
señalados en el presente artículo y los adicionales que defina el sujeto obligado para la 
recepción de solicitudes, serán establecidas por el Ministerio de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones a través de los lineamientos que se determinen en la 
Estrategia de Gobierno en línea.  

Artículo 17. Seguimiento a las solicitudes de información pública. En la recepción 
de solicitudes de información pública los sujetos obligados deben indicar al solicitante un 
número o código que permita hacer seguimiento al estado de su solicitud, la fecha de 
recepción y los medios por los cuales se puede hacer seguimiento a la misma.  
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Artículo 18. Solicitudes de acceso a información con identificación reservada. Para 
el registro de la recepción y trámite de solicitudes de información pública bajo el 
procedimiento especial con identificación reservada, previsto en el parágrafo del artículo  
4° de la Ley 1712 de 2014, el Ministerio Público dispondrá un formulario electrónico. Este 
mecanismo electrónico es adicional a los medios ordinarios de recepción de solicitudes 
de acceso a información pública dispuestos por las entidades que conforman el 
Ministerio Público.  

Artículo 19. Contenido y oportunidad de las respuestas a solicitudes de acceso a 
información pública. Conforme a lo establecido en el artículo 26° de la Ley 1712 de 
2014, en el acto de respuesta a solicitudes de acceso a información pública, los sujetos 
obligados deben aplicar las siguientes directrices:  

(1) El acto de respuesta debe ser por escrito, por medio electrónico o físico de acuerdo 
con la preferencia del solicitante. Cuando la solicitud realizada no especifique el medio 
de respuesta de preferencia el sujeto obligado podrá responder por el mismo medio de la 
solicitud.  

(2) El acto de respuesta debe ser objetivo, veraz, completo, motivado y actualizado y 
debe estar disponible en formatos accesibles para los solicitantes o interesados en la 
información allí contenida.  

(3) El acto de respuesta debe ser oportuno respetando los términos de respuesta al 
derecho de petición de documentos y de información que señala el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, o las normas que lo 
complementen o sustituyan. 

(4) El acto de respuesta debe informar sobre los recursos administrativos y judiciales de 
los que dispone el solicitante en caso de no hallarse conforme con la respuesta recibida.  

Parágrafo 1°. En los casos de respuestas a solicitudes de información clasificada o 
reservada, además de las directrices antes señaladas, debe tenerse en cuenta lo 
establecido en el Capítulo IV del Título IV, del presente decreto.  

Parágrafo 2°. Cuando las solicitudes se refieran a consulta de documentos que están 
disponibles en medio físico y no se solicite su reproducción, los sujetos obligados 
dispondrán de un sitio físico para la consulta.  

Artículo 20. Principio de gratuidad y costos de reproducción. En concordancia con lo 
establecido en los artículos 3° y 26 de la Ley 1712 de 2014, en la gestión y respuesta a 
las solicitudes de acceso a la información pública, los sujetos obligados deben:  

(1) Aplicar el principio de gratuidad y, en consecuencia, no cobrar costos adicionales a 
los de reproducción de la información.  

(2) Permitir al ciudadano, interesados o usuario:  

(a) Elegir el medio por el cual quiere recibir la respuesta; 

(b) Conocer el formato en el cual se encuentra la información solicitada, de acuerdo con 
lo establecido en el Esquema de Publicación de Información; 

(c) Conocer los costos de reproducción en el formato disponible, y/o los costos de 
reproducción en el evento en que el solicitante elija un formato distinto al disponible y sea 
necesaria la transformación de la información, de acuerdo con lo establecido por el 
sujeto obligado en el Acto de Motivación de los costos de reproducción de Información 
Pública.  

Se debe entender por costos de reproducción todos aquellos valores directos que son 
necesarios para obtener la información pública que el peticionario haya solicitado, 
excluyendo el valor del tiempo que ocupe el servidor público, empleado o contratista para 
realizar la reproducción.  

Cuando la información solicitada repose en un formato electrónico o digital, y el sujeto 
obligado tenga la dirección del correo electrónico del solicitante u otro medio electrónico 
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indicado, deberá enviarlo por este medio y no se le cobrará costo alguno de reproducción 
de la información.  

Artículo 21. Motivación de los costos de reproducción de información pública. Los 
sujetos obligados deben determinar, motivadamente, mediante acto administrativo o 
documento equivalente según el régimen legal aplicable, los costos de reproducción de 
la información pública, individualizando el costo unitario de los diferentes tipos de formato 
a través de los cuales se puede reproducir la información en posesión, control o custodia 
del mismo, y teniendo como referencia los precios del lugar o zona de domicilio del 
sujeto obligado, de tal forma que estos se encuentren dentro de parámetros del mercado.  

El acto mediante el cual se motiven los valores a cobrar por reproducción de información 
pública debe ser suscrito por funcionario o empleado del nivel directivo y debe ser 
divulgado por el sujeto obligado, conforme a lo establecido en el artículo 4° del presente 
decreto.  

Parágrafo 1°. Para establecer los costos de reproducción de información, el sujeto 
obligado debe tener en cuenta que la información pública puede ser suministrada a 
través de los diferentes medios de acuerdo con su formato y medio de almacenamiento, 
entre ellos: fotocopias, medios magnéticos o electrónicos, memorias USB, Discos 
Compactos, DVD u otros que permitan reproducción, captura, distribución, e intercambio 
de información pública.  

Parágrafo 2°. Cuando se trate de solicitudes de información relacionadas con la 
prestación de un trámite a cargo del sujeto obligado, los costos de reproducción de la 
información solicitada estarán sujetos a las tasas o tarifas establecidas para la 
realización del trámite, según las normas que reglamentan el mismo.  

Artículo 22. Creación o producción de información pública. La solicitud de acceso a 
la información pública no implica el deber de los sujetos obligados de generar o producir 
información no disponible. En este caso, el sujeto obligado comunicará por escrito que la 
denegación de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder, y en el evento 
en que dicha información esté en poder o control de otro sujeto obligado, remitirá a este 
la solicitud de información.  

Artículo 23. Supervigilancia al derecho de acceso a la información pública. De 
conformidad con lo previsto en el artículo 7° del Decreto-ley 262 de 2000 y en la 
Resolución 496 de 2011 expedida por el Procurador General de la Nación, o la que la 
modifique, sustituya o adicione, o la que la modifique, sustituya o adicione los solicitantes 
de acceso a información podrán acudir a la Procuraduría General de la Nación cuando 
consideren que es necesario realizar una solicitud de supervigilancia al derecho de 
acceso a información pública.  

TÍTULO IV 

GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN CLASIFICADA Y RESERVADA 

Artículo 24. Excepciones al Derecho fundamental de acceso a la información 
pública. Los sujetos obligados garantizarán la eficacia del ejercicio del derecho 
fundamental de acceso a la información pública, sin perjuicio de su facultad de 
restringirlo en los casos autorizados por la Constitución o la ley, y conforme a lo previsto 
en los artículos 18 y 19 de la Ley 1712 de 2014, en consonancia con las definiciones 
previstas en los literales c) y d) del artículo 6°, de la misma.  

CAPÍTULO I 

Información Pública Clasificada 

Artículo 25. Acceso general a datos semiprivados, privados o sensibles. La 
información pública que contiene datos semiprivados o privados, definidos en los literales 
g) y h) del artículo 3° de la Ley 1266 de 2008, o datos personales o sensibles, según lo 
previsto en los artículos 3° y 5° de la Ley 1581 de 2012 y en el numeral 3° del artículo 3° 
del Decreto 1377 de 2013, solo podrá divulgarse según las reglas establecidas en dichas 
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normas. 

Artículo 26. Acceso a datos personales en posesión de los sujetos obligados. Los 
sujetos obligados no podrán permitir el acceso a datos personales sin autorización del 
titular de la información, salvo que concurra alguna de las excepciones consagradas en 
los artículos 6° y 10 de la Ley 1581 de 2012.  

Tampoco podrá permitirse el acceso a los datos personales de niños, niñas y 
adolescentes, salvo aquellos que sean de naturaleza pública, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 7° de la Ley 1581 de 2012.  

Parágrafo 1°. Permitir el acceso de un dato semiprivado, privado o sensible no le quita el 
carácter de información clasificada, ni puede implicar su desprotección.  

Parágrafo 2°. Salvo que medie autorización del titular, a los datos semiprivados, 
privados y sensibles contenidos en documentos públicos solo podrá accederse por 
decisión de autoridad jurisdiccional o de autoridad pública o administrativa competente 
en ejercicio de sus funciones.  

CAPÍTULO II 

Información Pública Reservada 

Artículo 27. Responsable de la calificación de Reserva de la información pública 
por razones de defensa y seguridad nacional, seguridad pública o relaciones 
internacionales. La calificación de reservada de la información prevista en los literales 
a), b) y c) del artículo 19 de la Ley 1712 de 2014, corresponderá exclusivamente al jefe 
de la dependencia o área responsable de la generación, posesión, control o custodia de 
la información, o funcionario o empleado del nivel directivo que, por su completo e 
integral conocimiento de la información pública, pueda garantizar que la calificación sea 
razonable y proporcionada.  

Artículo 28. Reserva de la información pública por razones de estabilidad 
macroeconómica y financiera. La excepción prevista en el literal h) del artículo 19 de la 
Ley 1712 de 2014 podrá amparar la calificación de información pública reservada entre 
otras circunstancias cuando:  

(1) Pueda afectar la estabilidad de la economía o los mercados, la eficacia de la política 
macroeconómica y financiera o el cumplimiento de las funciones de las entidades que 
tienen a su cargo el diseño y la implementación de estas políticas; o,  

(2) Esté relacionada con las labores de supervisión necesarias para garantizar la 
estabilidad del sistema financiero y la confianza del público en el mismo.  

Artículo 29. Temporalidad de la reserva. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 19  
de la Ley 1712 de 2014 y del período máximo de reserva de la información a que hace 
referencia el artículo 22 de la Ley 1712 de 2014, la información respectiva debe 
divulgarse si desaparecen las condiciones que justificaban su reserva.  

El término máximo de quince (15) años a que se refiere el artículo 22 de la Ley 1712 de 
2014 empezará a contarse a partir de la fecha en que la información se genera.  

CAPÍTULO III 

Directrices para la Calificación de Información Pública como Clasificada o 
Reservada 

Artículo 30. Identificación de la norma que dispone que la información sea 
clasificada o reservada. Para asignar el carácter de clasificada o reservada a la 
información pública que se encuentra bajo su posesión, control o custodia, los sujetos 
obligados deben identificar las disposiciones constitucionales o legales que 
expresamente así lo dispongan.  

Artículo 31. Existencia y divulgación integral o parcial de la información. Si un 
mismo acto o documento contiene información que puede ser divulgada e información 
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clasificada o reservada, el sujeto obligado debe revelar los datos no protegidos y 
presentar los fundamentos constitucionales y legales por los que retiene los datos que no 
puede divulgar.  

Los sujetos obligados podrán tachar los apartes clasificados o reservados del 
documento, anonimizar, transliterar o editar el documento para suprimir la información 
que no puede difundirse; abrir un nuevo expediente con la información pública que puede 
ser divulgada; o acudir a las acciones que sean adecuadas para cumplir con su deber de 
permitir el acceso a toda aquella información que no esté clasificada o reservada, 
teniendo en cuenta el formato y medio de conservación de la información.  

Artículo 32. Coordinación interinstitucional. Si un sujeto obligado remite o entrega 
información pública calificada como clasificada o reservada a otro sujeto obligado, 
deberá advertir tal circunstancia e incluir la motivación de la calificación, para que este 
último excepcione también su divulgación.  

CAPÍTULO IV 

Denegación o rechazo del Derecho de Acceso a la Información Pública por 
Clasificación o Reserva 

Artículo 33. Contenido del acto de respuesta de rechazo o denegación del derecho 
de acceso a información pública por clasificación o reserva. El acto de respuesta del 
sujeto obligado que deniegue o rechace una solicitud de acceso a información pública 
por razón de clasificación o reserva, además de seguir las directrices señaladas en el 
presente decreto, y en especial lo previsto en el índice de Información Clasificada y 
Reservada, deberá contener:  

(1) El fundamento constitucional o legal que establece el objetivo legítimo de la 
clasificación o la reserva, señalando expresamente la norma, artículo, inciso o párrafo 
que la calificación,  

(2) La identificación de la excepción que, dentro de las previstas en los artículos 18 y 19  
de la Ley 1712 de 2014, cobija la calificación de información reservada o clasificada;  

(3) El tiempo por el que se extiende la clasificación o reserva, contado a partir de la fecha 
de generación de la información; y,  

(4) La determinación del daño presente, probable y específico que causaría la 
divulgación de la información pública y la relación de las razones y las pruebas, en caso 
de que existan, que acrediten la amenaza del daño.  

En ningún caso procederá el rechazo de una solicitud por razones tales como encubrir 
violaciones a la ley, ineficiencias o errores de los sujetos obligados, ni para proteger el 
prestigio de personas, organizaciones o autoridades.  

Las solicitudes de información sobre contratación con recursos públicos no podrán ser 
negadas, excepto que haya sido calificada como clasificada o reservada de acuerdo con 
las directrices señaladas la ley y en el presente decreto.  

Artículo 34. Definición de daño presente, probable y específico. Se entenderá que el 
daño es presente siempre que no sea remoto ni eventual; probable cuando existan las 
circunstancias que harían posible su materialización; y específico solo si puede 
individualizarse y no se trate de una afectación genérica.  

TÍTULO V 

INSTRUMENTOS DE LA GESTIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA 

Artículo 35. Instrumentos de gestión de la información pública. Los instrumentos 
para la gestión de la información pública, conforme con lo establecido en la Ley 1712 de 
2014, son:  

(1) Registro de Activos de Información.  
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(2) Índice de Información Clasificada y Reservada.  

(3) Esquema de Publicación de Información.  

(4) Programa de Gestión Documental.  

Los sujetos obligados deben articular dichos instrumentos mediante el uso eficiente de 
las tecnologías de la información y las comunicaciones, y garantizar su actualización y 
divulgación.  

Artículo 36. Mecanismo de adopción y actualización de los Instrumentos de 
Gestión de la Información Pública. El Registro de Activos de Información, el índice de 
Información Clasificada y Reservada, el Esquema de Publicación de Información y el 
Programa de Gestión Documental, deben ser adoptados y actualizados por medio de 
acto administrativo o documento equivalente de acuerdo con el régimen legal al sujeto 
obligado.  

CAPÍTULO I 

Registro de Activos de Información 

Artículo 37. Concepto del Registro de Activos de Información. El Registro de Activos 
de Información es el inventario de la información pública que el sujeto obligado genere, 
obtenga, adquiera, transforme o controle en su calidad de tal.  

Artículo 38. Componentes del Registro de Activos de Información. El Registro de 
Activos de Información debe contener, como mínimo, los siguientes componentes:  

(1) Todas las categorías de información del sujeto obligado.  

(2) Todo registro publicado.  

(3) Todo registro disponible para ser solicitado por el público.  

Para cada uno de los componentes del Registro de Activos de Información debe 
detallarse los siguientes datos:  

(a) Nombre o título de la categoría de información: Término con que se da a conocer el 
nombre o asunto de la información.  

(b) Descripción del contenido la categoría de información: Define brevemente de qué se 
trata la información.  

(c) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuentra la información.  

(d) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el que se encuentra la 
información: documento físico, medio electrónico o por algún otro tipo de formato audio-
visual entre otros (físico, análogo o digital- electrónico).  

(e) Formato: Identifica la forma, tamaño o modo en la que se presenta la información o 
se permite su visualización o consulta, tales como: hoja de cálculo, imagen, audio, video, 
documento de texto, etc.  

(f) Información publicada o disponible. Indica si la información está publicada o disponible 
para ser solicitada, señalando dónde está publicada y/o dónde se puede consultar o 
solicitar.  

El Registro de Activos de Información debe elaborarse en formato de hoja de cálculo y 
publicarse en el sitio web oficial del sujeto obligado, así como en el Portal de Datos 
Abiertos del Estado colombiano o en la herramienta que lo modifique o lo sustituya.  

Parágrafo 1°. Entiéndase por Categorías de información, toda información de contenido 
o estructura homogénea, sea física o electrónica, emanada de un mismo sujeto obligado 
como resultado del ejercicio de sus funciones y que pueda agruparse a partir de 
categorías, tipos o clases según sus características internas (contenido) o externas 
(formato o estructura).  

Parágrafo 2°. El sujeto obligado debe actualizar el Registro de Activos de Información de 
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acuerdo con los procedimientos y lineamientos definidos en su Programa de Gestión 
Documental.  

Parágrafo 3°. El Ministerio Público podrá establecer estándares adicionales para el 
Registro de Activos de Información de los sujetos obligados.  

CAPÍTULO II 

Índice de Información Clasificada y Reservada 

Artículo 39. Concepto del índice de Información Clasificada y Reservada. El Índice 
de Información Clasificada y Reservada es el inventario de la información pública 
generada, obtenida, adquirida o controlada por el sujeto obligado, en calidad de tal, que 
ha sido calificada como clasificada o reservada. 

Artículo 40. Contenido del índice de Información Clasificada y Reservada. El Índice 
de Información Clasificada y Reservada indicará, para cada información calificada como 
reservada o clasificada, lo siguiente:  

(1) Nombre o título de la categoría de información: Término con que se da a conocer el 
nombre o asunto de la información.  

(2) Nombre o título de la información: Palabra o frase con que se da a conocer el nombre 
o asunto de la información.  

(3) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuentra la información.  

(4) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el que se encuentra la 
información: documento físico, medio electrónico o por algún otro tipo de formato audio-
visual entre otros (físico - análogo o digital - electrónico).  

(5) Fecha de generación de la información: Identifica el momento de la creación de la 
información.  

(6) Nombre del responsable de la producción de la información: Corresponde al nombre 
del área, dependencia o unidad interna, o al nombre de la entidad externa que creó la 
información.  

(7) Nombre del responsable de la información: Corresponde al nombre del área, 
dependencia o unidad encargada de la custodia o control de la información para efectos 
de permitir su acceso.  

(8) Objetivo legítimo de la excepción: La identificación de la excepción que, dentro de las 
previstas en los artículos 18 y 19 de la Ley 1712 de 2014, cobija la calificación de 
información reservada o clasificada.  

(9) Fundamento constitucional o legal: El fundamento constitucional o legal que justifican 
la clasificación o la reserva, señalando expresamente la norma, artículo, inciso o párrafo 
que la ampara.  

(10) Fundamento jurídico de la excepción: Mención de la norma jurídica que sirve como 
fundamento jurídico para la clasificación o reserva de la información.  

(11) Excepción total o parcial: Según sea integral o parcial la calificación, las partes o 
secciones clasificadas o reservadas.  

(12) Fecha de la calificación: La fecha de la calificación de la información como 
reservada o clasificada.  

(13) Plazo de la clasificación o reserva: El tiempo que cobija la clasificación o reserva.  

El índice de Información Clasificada y Reservada debe actualizarse cada vez que una 
información sea calificada como clasificada o reservada y cuando dicha calificación se 
levante, conforme a lo establecido en el mismo índice y en el Programa de Gestión 
Documental.  

El índice de Información Clasificada y Reservada será de carácter público, deberá 
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elaborarse en formato de hoja de cálculo y publicarse en el sitio web oficial del sujeto 
obligado, así como en el Portal de Datos Abiertos del Estado colombiano o en la 
herramienta que lo modifique o lo sustituya.  

CAPÍTULO III 

Esquema de Publicación de Información 

Artículo 41. Concepto. El Esquema de Publicación de Información es el instrumento del 
que disponen los sujetos obligados para informar, de forma ordenada, a la ciudadanía, 
interesados y usuarios, sobre la información publicada y que publicará, conforme al 
principio de divulgación proactiva de la información previsto en el artículo 3° de la Ley 
1712 de 2014, y sobre los medios a través de los cuales se puede acceder a la misma.  

Artículo 42. Componentes del Esquema de Publicación de Información. En 
concordancia con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 1712 de 2014, el Esquema de 
Publicación de Información debe incluir, como mínimo, lo siguiente:  

(1) La lista de información mínima publicada en el sitio web oficial del sujeto obligado o 
en los sistemas de información del Estado, conforme a lo previsto en los artículos 9°, 10  
y 11 de la Ley 1712 de 2014.  

(2) La lista de la información publicada en el sitio web oficial del sujeto obligado, adicional 
a la mencionada en el numeral anterior, y conforme a lo ordenado por otras normas 
distintas a la Ley de Transparencia y del Derecho al Acceso a la Información Pública 
Nacional.  

(3) Información publicada por el sujeto obligado, originada en la solicitud de información 
divulgada con anterioridad, de que trata el artículo 14 de la Ley 1712 de 2014.  

(4) Información de interés para la ciudadanía, interesados o usuarios, publicada de 
manera proactiva por el sujeto obligado, relacionada con la actividad misional del sujeto 
obligado y sus objetivos estratégicos.  

Para cada una de los anteriores componentes de Esquema de Publicación de 
Información se debe indicar:  

(a) Nombre o título de la información: Palabra o frase con que se da a conocer el nombre 
o asunto de la información.  

(b) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuentra la información.  

(c) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el que se encuentra la 
información: documento físico, medio electrónico o por algún otro tipo de formato audio-
visual entre otros (físico - análogo o digital - electrónico).  

(d) Formato: Identifica la forma, tamaño o modo en la que se presenta la información o 
se permite su visualización o consulta, tales como: hoja de cálculo, imagen, audio, video, 
documento de texto, etc.  

(e) Fecha de generación de la información: Identifica el momento de la creación de la 
información.  

(f) Frecuencia de actualización: Identifica la periodicidad o el segmento de tiempo en el 
que se debe actualizar la información, de acuerdo a su naturaleza y a la normativa 
aplicable. 

(g) Lugar de consulta: Indica el lugar donde se encuentra publicado o puede ser 
consultado el documento, tales como lugar en el sitio web y otro medio en donde se 
puede descargar y/o acceder a la información cuyo contenido se describe.  

(h) Nombre del responsable de la producción de la información: Corresponde al nombre 
del área, dependencia o unidad interna, o al nombre de la entidad externa que creó la 
información.  

(i) Nombre del responsable de la información: Corresponde al nombre del área, de-
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pendencia o unidad encargada de la custodia o control de la información para efectos de 
permitir su acceso. 

Para facilitar el acceso a la información, los sujetos obligados publicarán el Cuadro de 
Clasificación Documental.  

De acuerdo con lo estipulado en el literal c) del artículo 12 de la Ley 1712 de 2014, el 
Ministerio Público podrá hacer recomendaciones generales o particulares a los sujetos 
obligados sobre el Esquema de Publicación de Información.  

Artículo 43. Procedimiento participativo para la adopción y actualización del 
Esquema de Publicación. Los sujetos obligados, de acuerdo con el régimen legal 
aplicable, implementarán mecanismos de consulta a ciudadanos, interesados o usuarios 
en los procesos de adopción y actualización del Esquema de Publicación de Información, 
con el fin de identificar información que pueda publicarse de manera proactiva y de 
establecer los formatos alternativos que faciliten la accesibilidad a poblaciones 
específicas.  

CAPÍTULO IV 

Programa de Gestión Documental 

Artículo 44. Concepto del Programa de Gestión Documental. En desarrollo de la Ley 
1712 de 2014 se entenderá por Programa de Gestión Documental el plan elaborado por 
cada sujeto obligado para facilitar la identificación, gestión, clasificación, organización, 
conservación y disposición de la información pública, desde su creación hasta su 
disposición final, con fines de conservación permanente o eliminación.  

Artículo 45. Articulación y/o integración del Programa de Gestión Documental con 
los instrumentos de gestión de información. La información incluida en el Registro de 
Activos de Información, en el índice de Información Clasificada y Reservada, y en el 
Esquema de Publicación de Información, definidos en el presente decreto, debe ser 
identificada, gestionada, clasificada, organizada y conservada de acuerdo con los 
procedimientos, lineamientos, valoración y tiempos definidos en el Programa de Gestión 
Documental del sujeto obligado.  

El sujeto obligado debe contar con políticas de eliminación segura y permanente de la 
información, una vez cumplido el tiempo de conservación establecido en las tablas de 
retención documental o tablas de valoración documental, el Programa de Gestión 
Documental y demás normas expedidas por el Archivo General de la Nación.  

Artículo 46. Aplicación de lineamientos generales sobre el Programa de Gestión 
Documental. Los sujetos obligados aplicarán en la elaboración del Programa de Gestión 
Documental los lineamientos contenidos en Decreto 2609 de 2012 o las normas que lo 
sustituyan o modifiquen.  

Artículo 47. Lineamientos sobre el Programa de Gestión Documental para los 
sujetos obligados de naturaleza privada. Los sujetos obligados de naturaleza privada 
que no están cobijados por el Decreto 2609 de 2012, o el que lo complemente o 
sustituya, deben cumplir, en la elaboración del Programa de Gestión Documental, como 
mínimo, con las siguientes directrices:  

(1) Contar con una política de gestión documental aprobada por el sujeto obligado.  

(2) Elaborar, aprobar y publicar sus Tablas de Retención Documental.  

(3) Contar con un archivo institucional.  

(4) Diseñar políticas para la gestión de sus documentos electrónicos, incluyendo políticas 
de preservación y custodia digital.  

(5) Integrarse al Sistema Nacional de Archivos.  

Artículo 48. Conservación de la información publicada con anterioridad. Para 
efectos de lo previsto en el artículo 14 de la Ley 1712 de 2014, los sujetos obligados 
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deben garantizar la conservación de los documentos divulgados en su sitio web o en 
sistemas de información que contengan o produzcan información pública, para lo cual 
seguirán los procedimientos de valoración documental y delimitarán los medios, formatos 
y plazos para la conservación de la información publicada con anterioridad, con el fin de 
permitir su fácil acceso luego de retirada la publicación.  

Los sujetos obligados deben definir un procedimiento para retirar la información que haya 
sido publicada y garantizar la recuperación de información retrospectiva que haya sido 
desfijada o retirada. Los lineamientos y plazos para cumplir a cabalidad con esta 
obligación, deben estar incluidos en el Programa de Gestión Documental del sujeto 
obligado.  

Artículo 49. Gestión de información en los casos de liquidaciones, supresiones, 
fusiones o escisiones de sujetos obligados. En los casos de liquidaciones, 
supresiones, fusiones o escisiones de sujetos obligados, estos deben asegurar que los 
instrumentos de gestión de información se mantengan, sin que se obstaculice el acceso 
a la información pública. La entrega de la información al sujeto obligado que asuma las 
responsabilidades del cesante se garantizará mediante inventarios debidamente 
ordenados, y de conformidad con las normas que se expidan al respecto.  

Artículo 50. Documentos y archivos de derechos humanos. Los archivos de 
derechos humanos corresponden a documentos que, en sentido amplio, se refieren a 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 
Los archivos de derechos humanos deben ser objeto de las medidas de preservación, 
protección y acceso definidas en el marco internacional de los derechos humanos, la 
jurisprudencia, la legislación interna, y en particular, el inciso final del artículo 21 de la 
Ley 1712 de 2014. 

Para la identificación de los documentos de derechos humanos, se tendrán en cuenta, 
entre otros:  

(1) Documentos producidos por entidades del Estado con funciones legales en torno a 
los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario de acuerdo con las 
instrucciones que imparta el Archivo General de la Nación.  

(2) Documentos producidos por las víctimas y sus organizaciones relativos a violaciones 
a los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.  

(3) Documentos e informes académicos y de investigación relativos a violaciones a los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.  

(4) Documentos de entidades internacionales relativos a violaciones a los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.  

(5) Documentos de entidades privadas o entidades privadas con funciones públicas 
relativos a violaciones a los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.  

TÍTULO VI 

SEGUIMIENTO A LA GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN 

Artículo 51. Seguimiento a la gestión de la información pública. Los sujetos 
obligados deben adelantar las acciones pertinentes para hacer seguimiento a la gestión 
de la información pública. El Ministerio Público y las entidades líderes de la política de 
transparencia y de acceso a la información pública definidas en el artículo 32 de la Ley 
1712 de 2014, de acuerdo con su ámbito de competencia, adelantarán acciones que 
permitan medir el avance en la implementación de la ley de transparencia por parte de 
los sujetos obligados, quienes deben colaborar armónicamente en el suministro de la 
información que se requiera.  

Artículo 52. Informes de solicitudes de acceso a información. De conformidad con lo 
establecido en el literal h) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, los sujetos obligados 
deberán publicar los informes de todas las solicitudes, denuncias y los tiempos de 
respuesta. Respecto de las solicitudes de acceso a información pública, el informe debe 
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discriminar la siguiente información mínima:  

(1) El número de solicitudes recibidas.  

(2) El número de solicitudes que fueron trasladadas a otra institución.  

(3) El tiempo de respuesta a cada solicitud.  

(4) El número de solicitudes en las que se negó el acceso a la información.  

El informe sobre solicitudes de acceso a información estará a disposición del público en 
los términos establecidos en el artículo 4° del presente decreto.  

Parágrafo 1°. Los sujetos obligados de la Ley 1712 de 2014, que también son sujetos de 
la Ley 190 de 1995, podrán incluir los informes de solicitudes de acceso a la información 
a que se refiere el presente artículo, en los informes de que trata el artículo 54 de la Ley 
190 de 1995.  

Parágrafo 2°. El primer informe de solicitudes de acceso a la información deberá 
publicarse seis meses después de la expedición del presente decreto, para el caso de 
los sujetos obligados del orden nacional; los entes territoriales deberán hacerlo 6 meses 
después de la entrada en vigencia de la Ley 1712 de 2014.  

Artículo 53. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 33 de la Ley 1712 de 2014, respecto a la entrada en 
vigencia para los entes territoriales.  

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Dado en Bogotá, D.C., a los 20 días del mes de enero del año 2014 (sic). 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (e),  

María Carolina Hoyos Turbay. 

La Ministra de Cultura,  

Mariana Garcés Córdoba. 

El Director del Departamento Nacional de Planeación,  

Simón Gaviria Muñoz. 

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 

Néstor Humberto Martínez Neira. 

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,  

Liliana Caballero Durán. 
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ANEXO III 

LEY 27275 

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

Objeto. Excepciones. Alcances. 

TÍTULO PRELIMINAR 

ARTÍCULO 1° — Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la 
transparencia de la gestión pública, y se funda en los siguientes principios: 

Presunción de publicidad: toda la información en poder del Estado se presume pública, 
salvo las excepciones previstas por esta ley. 

Transparencia y máxima divulgación: toda la información en poder, custodia o bajo 
control del sujeto obligado debe ser accesible para todas las personas. El acceso a la 
información pública sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones 
previstas en esta ley, de acuerdo con las necesidades de la sociedad democrática y 
republicana, proporcionales al interés que las justifican. 

Informalismo: las reglas de procedimiento para acceder a la información deben facilitar el 
ejercicio del derecho y su inobservancia no podrá constituir un obstáculo para ello. Los 
sujetos obligados no pueden fundar el rechazo de la solicitud de información en el 
incumplimiento de requisitos formales o de reglas de procedimiento. 

Máximo acceso: la información debe publicarse de forma completa, con el mayor nivel de 
desagregación posible y por la mayor cantidad de medios disponibles. 

Apertura: la información debe ser accesible en formatos electrónicos abiertos, que 
faciliten su procesamiento por medios automáticos que permitan su reutilización o su 
redistribución por parte de terceros. 

Disociación: en aquel caso en el que parte de la información se encuadre dentro de las 
excepciones taxativamente establecidas por esta ley, la información no exceptuada debe 
ser publicada en una versión del documento que tache, oculte o disocie aquellas partes 
sujetas a la excepción. 

No discriminación: se debe entregar información a todas las personas que lo soliciten, en 
condiciones de igualdad, excluyendo cualquier forma de discriminación y sin exigir 
expresión de causa o motivo para la solicitud. 

Máxima premura: la información debe ser publicada con la máxima celeridad y en 
tiempos compatibles con la preservación de su valor. 

Gratuidad: el acceso a la información debe ser gratuito, sin perjuicio de lo dispuesto en 
esta ley. 

Control: el cumplimiento de las normas que regulan el derecho de acceso a la 
información será objeto de fiscalización permanente. Las resoluciones que denieguen 
solicitudes de acceso a la información, como el silencio del sujeto obligado requerido, la 
ambigüedad o la inexactitud de su repuesta, podrán ser recurridas ante el órgano 
competente. 

Responsabilidad: el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone originará 
responsabilidades y dará lugar a las sanciones que correspondan. 

Alcance limitado de las excepciones: los límites al derecho de acceso a la información 
pública deben ser excepcionales, establecidos previamente conforme a lo estipulado en 
esta ley, y formulados en términos claros y precisos, quedando la responsabilidad de 
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demostrar la validez de cualquier restricción al acceso a la información a cargo del sujeto 
al que se le requiere la información. 

In dubio pro petitor: la interpretación de las disposiciones de esta ley o de cualquier 
reglamentación del derecho de acceso a la información debe ser efectuada, en caso de 
duda, siempre en favor de la mayor vigencia y alcance del derecho a la información. 

Facilitación: ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra, o 
no, en su poder o negar la divulgación de un documento de conformidad con las 
excepciones contenidas en la presente ley, salvo que el daño causado al interés 
protegido sea mayor al interés público de obtener la información. 

Buena fe: para garantizar el efectivo ejercicio del acceso a la información, resulta 
esencial que los sujetos obligados actúen de buena fe, es decir, que interpreten la ley de 
manera tal que sirva para cumplir los fines perseguidos por el derecho de acceso, que 
aseguren la estricta aplicación del derecho, brinden los medios de asistencia necesarios 
a los solicitantes, promuevan la cultura de transparencia y actúen con diligencia, 
profesionalidad y lealtad institucional. 

 

TÍTULO I 

Derecho de acceso a la información pública 

Capítulo I 

Régimen general 

ARTÍCULO 2° — Derecho de acceso a la información pública. El derecho de acceso 
a la información pública comprende la posibilidad de buscar, acceder, solicitar, recibir, 
copiar, analizar, reprocesar, reutilizar y redistribuir libremente la información bajo 
custodia de los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la presente ley, con las 
únicas limitaciones y excepciones que establece esta norma. 

Se presume pública toda información que generen, obtengan, transformen, controlen o 
custodien los sujetos obligados alcanzados por esta ley. 

ARTÍCULO 3° — Definiciones. A los fines de la presente ley se entiende por: 

a) Información pública: todo tipo de dato contenido en documentos de cualquier formato 
que los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la presente ley generen, 
obtengan, transformen, controlen o custodien; 

b) Documento: todo registro que haya sido generado, que sea controlado o que sea 
custodiado por los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la presente ley, 
independientemente de su forma, soporte, origen, fecha de creación o carácter oficial. 

ARTÍCULO 4° — Legitimación activa. Toda persona humana o jurídica, pública o 
privada, tiene derecho a solicitar y recibir información pública, no pudiendo exigirse al 
solicitante que motive la solicitud, que acredite derecho subjetivo o interés legítimo o que 
cuente con patrocinio letrado. 

ARTÍCULO 5° — Entrega de información. La información debe ser brindada en el 
estado en el que se encuentre al momento de efectuarse la solicitud, no estando 
obligado el sujeto requerido a procesarla o clasificarla. 

El Estado tiene la obligación de entregarla en formatos digitales abiertos, salvo casos 
excepcionales en que fuera de imposible cumplimiento o significara un esfuerzo estatal 
desmedido. Las excepciones las fijará la Agencia de Acceso a la Información Pública. 

ARTÍCULO 6° — Gratuidad. El acceso a la información pública es gratuito en tanto no 
se requiera su reproducción. Los costos de reproducción corren a cargo del solicitante. 

ARTÍCULO 7° — Ámbito de aplicación. Son sujetos obligados a brindar información 
pública: 
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a) La administración pública nacional, conformada por la administración central y los 
organismos descentralizados, comprendiendo en estos últimos a las instituciones de 
seguridad social; 

b) El Poder Legislativo y los órganos que funcionan en su ámbito; 

c) El Poder Judicial de la Nación; 

d) El Ministerio Público Fiscal de la Nación; 

e) El Ministerio Público de la Defensa; 

f) El Consejo de la Magistratura; 

g) Las empresas y sociedades del Estado que abarcan a las empresas del Estado, las 
sociedades del Estado, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, 
las sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales 
donde el Estado nacional tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación 
de las decisiones societarias; 

h) Las empresas y sociedades en las cuales el Estado nacional tenga una participación 
minoritaria, pero sólo en lo referido a la participación estatal; 

i) Concesionarios, permisionarios y licenciatarios de servicios públicos o concesionarios 
permisionarios de uso del dominio público, en la medida en que cumplan servicios 
públicos y en todo aquello que corresponda al ejercicio de la función administrativa 
delegada; y contratistas, prestadores y prestatarios bajo cualquier otra forma o 
modalidad contractual; 

j) Organizaciones empresariales, partidos políticos, sindicatos, universidades y cualquier 
entidad privada a la que se le hayan otorgado fondos públicos, en lo que se refiera, 
únicamente, a la información producida total o parcialmente o relacionada con los fondos 
públicos recibidos; 

k) Instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del 
Estado nacional; 

l) Personas jurídicas públicas no estatales en todo aquello que estuviese regulado por el 
derecho público, y en lo que se refiera a la información producida o relacionada con los 
fondos públicos recibidos; 

m) Fideicomisos que se constituyeren total o parcialmente con recursos o bienes del 
Estado nacional; 

n) Los entes cooperadores con los que la administración pública nacional hubiera 
celebrado o celebre convenios que tengan por objeto la cooperación técnica o financiera 
con organismos estatales; 

o) El Banco Central de la República Argentina; 

p) Los entes interjurisdiccionales en los que el Estado nacional tenga participación o 
representación; 

q) Los concesionarios, explotadores, administradores y operadores de juegos de azar, 
destreza y apuesta, debidamente autorizados por autoridad competente. 

El incumplimiento de la presente ley será considerado causal de mal desempeño. 

 

Capítulo II 

Excepciones 

ARTÍCULO 8° — Excepciones. Los sujetos obligados sólo podrán exceptuarse de 
proveer la información cuando se configure alguno de los siguientes supuestos: 
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a) Información expresamente clasificada como reservada o confidencial o secreta, por 
razones de defensa o política exterior. 

La reserva en ningún caso podrá alcanzar a la información necesaria para evaluar la 
definición de las políticas de seguridad, defensa y de relaciones exteriores de la Nación; 
ni aquella otra cuya divulgación no represente un riesgo real e identificable de perjuicio 
significativo para un interés legítimo vinculado a tales políticas; 

b) Información que pudiera poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema 
financiero o bancario; 

c) Secretos industriales, comerciales, financieros, científicos, técnicos o tecnológicos 
cuya revelación pudiera perjudicar el nivel de competitividad o lesionar los intereses del 
sujeto obligado; 

d) Información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero 
obtenida en carácter confidencial; 

e) Información en poder de la Unidad de Información Financiera encargada del análisis, 
tratamiento y transmisión de información tendiente a la prevención e investigación de la 
legitimación de activos provenientes de ilícitos; 

f) Información elaborada por los sujetos obligados dedicados a regular o supervisar 
instituciones financieras o preparada por terceros para ser utilizada por aquellos y que se 
refieran a exámenes de situación, evaluación de su sistema de operación o condición de 
su funcionamiento; 

g) Información elaborada por asesores jurídicos o abogados de la administración pública 
nacional cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adaptarse en la defensa o 
tramitación de una causa judicial o divulgare las técnicas o procedimientos de 
investigación de algún delito u otra irregularidad o cuando la información privare a una 
persona del pleno ejercicio de la garantía del debido proceso; 

h) Información protegida por el secreto profesional; 

i) Información que contenga datos personales y no pueda brindarse aplicando 
procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud 
previstas en la ley 25.326 de protección de datos personales y sus modificatorias; 

j) Información que pueda ocasionar un peligro a la vida o seguridad de una persona; 

k) Información de carácter judicial cuya divulgación estuviera vedada por otras leyes o 
por compromisos contraídos por la República Argentina en tratados internacionales; 

l) Información obtenida en investigaciones realizadas por los sujetos obligados que 
tuviera el carácter de reservada y cuya divulgación pudiera frustrar el éxito de una 
investigación; 

m) Información correspondiente a una sociedad anónima sujeta al régimen de oferta 
pública. 

Las excepciones contenidas en el presente artículo no serán aplicables en casos de 
graves violaciones de derechos humanos, genocidio, crímenes de guerra o delitos de 
lesa humanidad. 

 

Capítulo III 

Solicitud de información y vías de reclamo 

ARTÍCULO 9° — Solicitud de información. La solicitud de información debe ser 
presentada ante el sujeto obligado que la posea o se presuma que la posee, quien la 
remitirá al responsable de acceso a la información pública, en los términos de lo previsto 
en el artículo 30 de la presente ley. Se podrá realizar por escrito o por medios 
electrónicos y sin ninguna formalidad a excepción de la identidad del solicitante, la 
identificación clara de la información que se solicita y los datos de contacto del 
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solicitante, a los fines de enviarle la información solicitada o anunciarle que está 
disponible. 

El sujeto que recibiere la solicitud de información le entregará o remitirá al solicitante una 
constancia del trámite. 

ARTÍCULO 10. — Tramitación. Si la solicitud se refiere a información pública que no 
obre en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá, dentro del plazo improrrogable 
de cinco (5) días, computado desde la presentación, a quien la posea, si lo conociera, o 
en caso contrario a la Agencia de Acceso a la Información Pública, e informará de esta 
circunstancia al solicitante. 

ARTÍCULO 11. — Plazos. Toda solicitud de información pública requerida en los 
términos de la presente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de quince (15) 
días hábiles. El plazo se podrá prorrogar en forma excepcional por otros quince (15) días 
hábiles de mediar circunstancias que hagan razonablemente difícil reunir la información 
solicitada. 

En su caso, el sujeto requerido debe comunicar fehacientemente, por acto fundado y 
antes del vencimiento del plazo, las razones por las que hace uso de tal prórroga. 

El peticionante podrá requerir, por razones fundadas, la reducción del plazo para 
responder y satisfacer su requerimiento. 

ARTÍCULO 12. — Información parcial. Los sujetos obligados deben brindar la 
información solicitada en forma completa. Cuando exista un documento que contenga en 
forma parcial información cuyo acceso esté limitado en los términos del artículo 8° de la 
presente ley, deberá suministrarse el resto de la información solicitada, utilizando 
sistemas de tachas. 

ARTÍCULO 13. — Denegatoria. El sujeto requerido sólo podrá negarse a brindar la 
información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verificara que la misma no 
existe y que no está obligado legalmente a producirla o que está incluida dentro de 
alguna de las excepciones previstas en el artículo 8° de la presente ley. La falta de 
fundamentación determinará la nulidad del acto denegatorio y obligará a la entrega de la 
información requerida. 

La denegatoria de la información debe ser dispuesta por la máxima autoridad del 
organismo o entidad requerida. 

El silencio del sujeto obligado, vencidos los plazos previstos en el artículo 11 de la 
presente ley, así como la ambigüedad, inexactitud o entrega incompleta, serán 
considerados como denegatoria injustificada a brindar la información. 

La denegatoria en cualquiera de sus casos dejará habilitadas las vías de reclamo 
previstas en el artículo 14 de la presente ley. 

ARTÍCULO 14. — Vías de reclamo. Las decisiones en materia de acceso a la 
información pública son recurribles directamente ante los tribunales de primera instancia 
en lo contencioso administrativo federal, sin perjuicio de la posibilidad de interponer el 
reclamo administrativo pertinente ante la Agencia de Acceso a la Información Pública o 
el órgano que corresponda según el legitimado pasivo. Será competente el juez del 
domicilio del requirente o el del domicilio del ente requerido, a opción del primero. 

En ninguno de estos dos supuestos, podrá ser exigido el agotamiento de la vía 
administrativa. 

El reclamo por incumplimiento previsto en el artículo 15 de la presente ley, será 
sustitutivo de los recursos previstos en la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos, 19.549, y en el decreto 1.759 del 3 de abril de 1972 (t.o. 1991). 

El reclamo promovido mediante acción judicial tramitará por la vía del amparo y deberá 
ser interpuesto dentro de los cuarenta (40) días hábiles desde que fuera notificada la 
resolución denegatoria de la solicitud o desde que venciera el plazo para responderla, o 
bien, a partir de la verificación de cualquier otro incumplimiento de las disposiciones de 
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esta ley. No serán de aplicación los supuestos de inadmisibilidad formal previstos en el 
artículo 2° de la ley 16.986. 

ARTÍCULO 15. — Reclamo por incumplimiento. Ante los supuestos de denegatoria de 
una solicitud de información establecidos en el artículo 13 de la presente ley o ante 
cualquier otro incumplimiento a lo dispuesto en la presente, el solicitante podrá, dentro 
de un plazo de cuarenta (40) días hábiles contados desde el vencimiento del plazo para 
la respuesta establecido en el artículo 11 de esta norma, interponer un reclamo ante la 
Agencia de Acceso a la Información Pública o, a su opción, ante el organismo 
originalmente requerido. Este último deberá elevarlo de inmediato y sin dilación a la 
Agencia de Acceso a la Información Pública para su resolución. 

ARTÍCULO 16. — Requisitos formales. El reclamo por incumplimiento será presentado 
por escrito, indicando el nombre completo, apellido y domicilio del solicitante, el sujeto 
obligado ante el cual fue dirigida la solicitud de información y la fecha de la presentación. 
Asimismo, será necesario acompañar copia de la solicitud de información presentada y, 
en caso de existir, la respuesta que hubiese recibido del sujeto obligado. 

ARTÍCULO 17. — Resolución del reclamo interpuesto. Dentro de los treinta (30) días 
hábiles contados desde la recepción del reclamo por incumplimiento, la Agencia de 
Acceso a la Información Pública, deberá decidir: 

a) Rechazar fundadamente el reclamo, siendo motivos para dicha resolución: 

I. Que se hubiese presentado fuera del plazo previsto; 

II. Que con anterioridad hubiera resuelto la misma cuestión en relación al mismo 
requirente y a la misma información; 

III. Que el sujeto requerido no sea un sujeto obligado por la presente ley; 

IV. Que se trate de información contemplada en alguna o algunas de las excepciones 
establecidas en el artículo 8° de la presente ley. 

V. Que la información proporcionada haya sido completa y suficiente. 

Si la resolución no implicara la publicidad de la información, la notificación al sujeto 
requirente deberá informar sobre el derecho a recurrir a la Justicia y los plazos para 
interponer la acción; 

b) Intimar al sujeto obligado que haya denegado la información requerida a cumplir con 
las obligaciones que le impone esta ley. La decisión de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública deberá ser notificada en un plazo de tres (3) días hábiles al 
solicitante de la información y al sujeto obligado, al mismo tiempo que deberá ser 
publicada en su página oficial de la red informática. 

Si la resolución de la Agencia de Acceso a la Información Pública fuera a favor del 
solicitante, el sujeto obligado que hubiere incumplido con las disposiciones de la 
presente ley, deberá entregar la información solicitada en un plazo no mayor a diez (10) 
días hábiles desde recibida la intimación. 

ARTÍCULO 18. — Responsabilidades. El funcionario público o agente responsable que 
en forma arbitraria obstruya el acceso del solicitante a la información pública requerida, o 
la suministre en forma incompleta u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de 
esta ley, incurre en falta grave sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, 
patrimoniales y penales que pudieran caberle conforme lo previsto en las normas 
vigentes. 

 

Capítulo IV 

Agencia de Acceso a la Información Pública 

ARTÍCULO 19. — Agencia de Acceso a la Información Pública. Créase la Agencia de 
Acceso a la Información Pública como ente autárquico que funcionará con autonomía 
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funcional en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional. La Agencia de Acceso a la 
Información Pública debe velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos 
establecidos en la presente ley, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a 
la información pública y promover medidas de transparencia activa. 

ARTÍCULO 20. — Director de la Agencia de Acceso a la Información Pública. La 
Agencia de Acceso a la Información Pública estará a cargo de un director que durará 
cinco (5) años en el cargo con posibilidad de ser reelegido por una única vez. El director 
será designado por el Poder Ejecutivo nacional mediante un procedimiento de selección 
público, abierto y transparente que garantice la idoneidad del candidato. 

ARTÍCULO 21. — Procedimiento de selección del director. El procedimiento de 
selección del director de la Agencia de Acceso a la Información Pública se llevará a cabo 
de conformidad con lo dispuesto a continuación: 

a) El Poder Ejecutivo nacional propondrá una (1) persona y publicará el nombre, apellido 
y los antecedentes curriculares de la misma en el Boletín Oficial y en dos (2) diarios de 
circulación nacional, durante tres (3) días; 

b) El candidato deberá presentar una declaración jurada conforme la normativa prevista 
en la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, 25.188, y su reglamentación; 

c) Se requerirá a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) un informe 
relativo al cumplimiento de las obligaciones impositivas del candidato; 

d) Se celebrará una audiencia pública a los efectos de evaluar las observaciones 
previstas de acuerdo con lo que establezca la reglamentación; 

e) Los ciudadanos, las organizaciones no gubernamentales, los colegios, las 
asociaciones profesionales y las entidades académicas podrán, en el plazo de quince 
(15) días contados desde la última publicación en el Boletín Oficial prevista en el inciso 
a) del presente artículo, presentar al organismo a cargo de la organización de la 
audiencia pública, por escrito y de modo fundado y documentado, observaciones 
respecto de los candidatos. Sin perjuicio de las presentaciones que se realicen en el 
mismo plazo podrá requerirse opinión a organizaciones de relevancia en el ámbito 
profesional, judicial y académico a los fines de su valoración; 

f) Dentro de los quince (15) días, contados desde el vencimiento del plazo establecido en 
el inciso e) del presente artículo, se deberá celebrar una audiencia pública para la 
evaluación de las observaciones presentadas. Con posterioridad y en un plazo de siete 
(7) días de celebrada la audiencia, el Poder Ejecutivo nacional tomará la decisión de 
confirmar o retirar la candidatura de la persona propuesta, debiendo en este último caso 
proponer a un nuevo candidato y reiniciar el procedimiento de selección. 

ARTÍCULO 22. — Rango y jerarquía del director. El director a cargo de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública tendrá rango y jerarquía de secretario. 

ARTÍCULO 23. — Requisitos e incompatibilidades. Para ser designado director de la 
Agencia de Acceso a la Información Pública se requiere ser ciudadano argentino. 

Asimismo, deberán presentarse antecedentes que acrediten idoneidad para el ejercicio 
de la función. 

El ejercicio de la función requiere dedicación exclusiva y resulta incompatible con 
cualquier otra actividad pública o privada, excepto la docencia a tiempo parcial. Está 
vedada cualquier actividad partidaria mientras dure el ejercicio de la función. 

Ningún funcionario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública podrá tener 
intereses o vínculos con los asuntos bajo su órbita en las condiciones establecidas por la 
Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, 25.188, sus modificaciones y su 
reglamentación. 

El director propuesto no podrá haber desempeñado cargos electivos o partidarios en los 
últimos cinco (5) años previos a la designación. 
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ARTÍCULO 24. — Competencias y funciones. Son competencias y funciones de la 
Agencia de Acceso a la Información Pública: 

a) Diseñar su estructura orgánica de funcionamiento y designar a su planta de agentes; 

b) Preparar su presupuesto anual; 

c) Redactar y aprobar el Reglamento de Acceso a la Información Pública aplicable a 
todos los sujetos obligados; 

d) Implementar una plataforma tecnológica para la gestión de las solicitudes de 
información y sus correspondientes respuestas; 

e) Requerir a los sujetos obligados que modifiquen o adecuen su organización, 
procedimientos, sistemas de atención al público y recepción de correspondencia a la 
normativa aplicable a los fines de cumplir con el objeto de la presente ley; 

f) Proveer un canal de comunicación con la ciudadanía con el objeto de prestar 
asesoramiento sobre las solicitudes de información pública y, en particular, colaborando 
en el direccionamiento del pedido y refinamiento de la búsqueda; 

g) Coordinar el trabajo de los responsables de acceso a la información pública 
designados por cada uno de los sujetos obligados, en los términos de lo previsto en el 
artículo 30 de la presente ley; 

h) Elaborar y publicar estadísticas periódicas sobre requirentes, información pública 
solicitada, cantidad de denegatorias y cualquier otra cuestión que permita el control 
ciudadano a lo establecido por la presente ley; 

i) Publicar periódicamente un índice y listado de la información pública frecuentemente 
requerida que permita atender consultas y solicitudes de información por vía de la página 
oficial de la red informática de la Agencia de Acceso a la Información Pública; 

j) Publicar un informe anual de rendición de cuentas de gestión; 

k) Elaborar criterios orientadores e indicadores de mejores prácticas destinados a los 
sujetos obligados; 

l) Elaborar y presentar ante el Honorable Congreso de la Nación propuestas de reforma 
legislativa respecto de su área de competencia; 

m) Solicitar a los sujetos obligados expedientes, informes, documentos, antecedentes y 
cualquier otro elemento necesario a los efectos de ejercer su labor; 

n) Difundir las capacitaciones que se lleven a cabo con el objeto de conocer los alcances 
de la presente ley; 

o) Recibir y resolver los reclamos administrativos que interpongan los solicitantes de 
información pública según lo establecido por la presente ley respecto de todos los 
obligados, con excepción de los previstos en los incisos b) al f) del artículo 7° de la 
presente, y publicar las resoluciones que se dicten en ese marco; 

p) Promover las acciones judiciales que correspondan, para lo cual la Agencia de Acceso 
a la Información Pública tiene legitimación procesal activa en el marco de su 
competencia; 

q) Impulsar las sanciones administrativas pertinentes ante las autoridades competentes 
correspondientes en los casos de incumplimiento a lo establecido en la presente ley; 

r) Celebrar convenios de cooperación y contratos con organizaciones públicas o 
privadas, nacionales o extranjeras, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento 
de sus funciones; 

s) Publicar los índices de información reservada elaborados por los sujetos obligados. 

ARTÍCULO 25. — Personal de la Agencia de Acceso a la Información Pública. La 
Agencia de Acceso a la Información Pública contará con el personal técnico y 



56 

 

administrativo que establezca la ley de presupuesto general de la administración 
nacional. 

ARTÍCULO 26. — Cese del director de la Agencia de Acceso a la Información 
Pública. El funcionario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública cesará 
de pleno derecho en sus funciones de mediar alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Renuncia; 

b) Vencimiento del mandato; 

c) Fallecimiento; 

d) Estar comprendido en alguna situación que le genere incompatibilidad o inhabilidad. 

ARTÍCULO 27. — Remoción del director de la Agencia de Acceso a la Información 
Pública. El funcionario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública podrá 
ser removido por mal desempeño, por delito en el ejercicio de sus funciones o por 
crímenes comunes. 

El Poder Ejecutivo nacional llevará adelante el procedimiento de remoción del director de 
la Agencia de Acceso a la Información Pública, dándole intervención a una comisión 
bicameral del Honorable Congreso de la Nación, que será presidida por el presidente del 
Senado y estará integrada por los presidentes de las comisiones de Asuntos 
Constitucionales y de Derechos y Garantías de la Honorable Cámara de Senadores de la 
Nación y las de Asuntos Constitucionales y de Libertad de Expresión de la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación, quien emitirá un dictamen vinculante. 

Producida la vacante, deberá realizarse el procedimiento establecido en el artículo 21 de 
la presente ley en un plazo no mayor a treinta (30) días. 

ARTÍCULO 28. — Organismos de acceso a la información pública en el Poder 
Legislativo, en el Poder Judicial y en los Ministerios Públicos. En un plazo máximo 
de noventa (90) días contado desde la publicación de la presente ley en el Boletín 
Oficial, el Poder Legislativo, el Poder Judicial de la Nación, el Ministerio Público Fiscal de 
la Nación, el Ministerio Público de la Defensa y el Consejo de la Magistratura crearán, 
cada uno de ellos, un organismo con autonomía funcional y con competencias y 
funciones idénticas a las de la Agencia de Acceso a la Información Pública previstas en 
el artículo 24 de la presente ley, que actuará en el ámbito del organismo en el que se 
crea. 

La designación del director de cada uno de dichos organismos debe realizarse mediante 
un procedimiento de selección abierto, público y transparente que garantice la idoneidad 
del candidato. 

ARTÍCULO 29. — Consejo Federal para la Transparencia. Créase el Consejo Federal 
para la Transparencia, como organismo interjurisdiccional de carácter permanente, que 
tendrá por objeto la cooperación técnica y la concertación de políticas en materia de 
transparencia y acceso a la información pública. 

El Consejo Federal para la Transparencia tendrá su sede en la Agencia de Acceso a la 
Información Pública, de la cual recibirá apoyo administrativo y técnico para su 
funcionamiento. 

El Consejo Federal para la Transparencia estará integrado por un (1) representante de 
cada una de las provincias y un (1) representante de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, que deberán ser los funcionarios de más alto rango en la materia de sus 
respectivas jurisdicciones. El Consejo Federal para la Transparencia será presidido por 
el director de la Agencia de Acceso a la Información Pública, quien convocará 
semestralmente a reuniones en donde se evaluará el grado de avance en materia de 
transparencia activa y acceso a la información en cada una de las jurisdicciones. 

 

Capítulo V 
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Responsables de acceso a la información pública 

ARTÍCULO 30. — Responsables de acceso a la información pública. Cada uno de 
los sujetos obligados deberá nombrar a un responsable de acceso a la información 
pública que deberá tramitar las solicitudes de acceso a la información pública dentro de 
su jurisdicción. 

ARTÍCULO 31. — Funciones de los responsables de acceso a la información 
pública. Serán funciones de los responsables de acceso a la información pública, en el 
ámbito de sus respectivas jurisdicciones: 

a) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información pública, 
remitiendo la misma al funcionario pertinente; 

b) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de 
acceso a la información pública; 

c) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información pública; 

d) Promover la implementación de las resoluciones elaboradas por la Agencia de Acceso 
a la Información Pública; 

e) Brindar asistencia a los solicitantes en la elaboración de los pedidos de acceso a la 
información pública y orientarlos sobre las dependencias o entidades que pudieran 
poseer la información requerida; 

f) Promover prácticas de transparencia en la gestión pública y de publicación de la 
información; 

g) Elaborar informes mensuales para ser remitidos a la Agencia de Acceso a la 
Información Pública o a los organismos detallados en el artículo 28 de la presente ley, 
según corresponda, sobre la cantidad de solicitudes recibidas, los plazos de respuesta y 
las solicitudes respondidas y rechazadas; 

h) Publicar, en caso de corresponder, la información que hubiese sido desclasificada; 

i) Informar y mantener actualizadas a las distintas áreas de la jurisdicción 
correspondiente sobre la normativa vigente en materia de guarda, conservación y 
archivo de la información y promover prácticas en relación con dichas materias, con la 
publicación de la información y con el sistema de procesamiento de la información; 

j) Participar de las reuniones convocadas por la Agencia de Acceso a la Información 
Pública; 

k) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta implementación de 
las disposiciones de la presente ley. 

 

TÍTULO II 

Transparencia Activa 

ARTÍCULO 32. — Transparencia activa. Los sujetos obligados enumerados en el 
artículo 7° de la presente ley, con excepción de los indicados en sus incisos i) y q), 
deberán facilitar la búsqueda y el acceso a la información pública a través de su página 
oficial de la red informática, de una manera clara, estructurada y entendible para los 
interesados y procurando remover toda barrera que obstaculice o dificulte su reutilización 
por parte de terceros. 

Asimismo, los sujetos obligados deberán publicar en forma completa, actualizada, por 
medios digitales y en formatos abiertos: 

a) Un índice de la información pública que estuviese en su poder con el objeto de 
orientar a las personas en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, 
indicando, además, dónde y cómo deberá realizarse la solicitud; 
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b) Su estructura orgánica y funciones; 

c) La nómina de autoridades y personal de la planta permanente y transitoria u otra 
modalidad de contratación, incluyendo consultores, pasantes y personal contratado en el 
marco de proyectos financiados por organismos multilaterales, detallando sus 
respectivas funciones y posición en el escalafón; 

d) Las escalas salariales, incluyendo todos los componentes y subcomponentes del 
salario total, correspondientes a todas las categorías de empleados, funcionarios, 
consultores, pasantes y contratados; 

e) El presupuesto asignado a cada área, programa o función, las modificaciones durante 
cada ejercicio anual y el estado de ejecución actualizado en forma trimestral hasta el 
último nivel de desagregación en que se procese; 

f) Las transferencias de fondos provenientes o dirigidos a personas humanas o jurídicas, 
públicas o privadas y sus beneficiarios; 

g) El listado de las contrataciones públicas, licitaciones, concursos, obras públicas y 
adquisiciones de bienes y servicios, especificando objetivos, características, montos y 
proveedores, así como los socios y accionistas principales, de las sociedades o 
empresas proveedoras; 

h) Todo acto o resolución, de carácter general o particular, especialmente las normas 
que establecieran beneficios para el público en general o para un sector, las actas en las 
que constara la deliberación de un cuerpo colegiado, la versión taquigráfica y los 
dictámenes jurídicos y técnicos producidos antes de la decisión y que hubiesen servido 
de sustento o antecedente; 

i) Los informes de auditorías o evaluaciones, internas o externas, realizadas 
previamente, durante o posteriormente, referidas al propio organismo, sus programas, 
proyectos y actividades; 

j) Los permisos, concesiones y autorizaciones otorgados y sus titulares; 

k) Los servicios que brinda el organismo directamente al público, incluyendo normas, 
cartas y protocolos de atención al cliente; 

I) Todo mecanismo o procedimiento por medio del cual el público pueda presentar 
peticiones, acceder a la información o de alguna manera participar o incidir en la 
formulación de la política o el ejercicio de las facultades del sujeto obligado; 

m) Información sobre la autoridad competente para recibir las solicitudes de información 
pública y los procedimientos dispuestos por esta ley para interponer los reclamos ante la 
denegatoria; 

n) Un índice de trámites y procedimientos que se realicen ante el organismo, así como 
los requisitos y criterios de asignación para acceder a las prestaciones; 

o) Mecanismos de presentación directa de solicitudes o denuncias a disposición del 
público en relación a acciones u omisiones del sujeto obligado; 

p) Una guía que contenga información sobre sus sistemas de mantenimiento de 
documentos, los tipos y formas de información que obran en su poder y las categorías de 
información que publica; 

q) Las acordadas, resoluciones y sentencias que estén obligados a publicar de acuerdo 
con lo establecido en la ley 26.856; 

r) La información que responda a los requerimientos de información pública realizados 
con mayor frecuencia; 

s) Las declaraciones juradas de aquellos sujetos obligados a presentarlas en sus 
ámbitos de acción; 
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t) Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública. El acceso a todas las secciones 
del Boletín Oficial será libre y gratuito a través de Internet. 

ARTÍCULO 33. — Régimen más amplio de publicidad. Las obligaciones de 
transparencia activa contenidas en el artículo 32 de la presente ley, se entienden sin 
perjuicio de la aplicación de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más 
amplio en materia de publicidad. 

ARTÍCULO 34. — Excepciones a la transparencia activa. A los fines del cumplimiento 
de lo previsto en el artículo 32 de la presente ley, serán de aplicación, en su caso, las 
excepciones al derecho de acceso a la información pública previstas en el artículo 8° de 
esta norma y, especialmente, la referida a la información que contenga datos personales. 

 

TÍTULO III 

Disposiciones de aplicación transitorias 

ARTÍCULO 35. — Presupuesto. Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a realizar las 
modificaciones e incorporaciones en la ley de presupuesto de gastos y recursos de la 
administración nacional para el ejercicio fiscal vigente en los aspectos que se consideren 
necesarios para la implementación de la presente ley. 

Deberá preverse en el presupuesto del año inmediato subsiguiente la incorporación de 
los recursos necesarios para el correcto cumplimiento de las funciones de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública. 

ARTÍCULO 36. — Adhesión. Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires a adherir a las disposiciones de la presente ley. 

ARTÍCULO 37. — Reglamentación. El Poder Ejecutivo nacional reglamentará la 
presente ley dentro de los noventa (90) días desde su promulgación. 

ARTÍCULO 38. — Cláusula transitoria 1. Las disposiciones de la presente ley entrarán 
en vigencia al año de su publicación en el Boletín Oficial. 

Los sujetos obligados contarán con el plazo máximo de un (1) año desde la publicación 
de la presente ley en el Boletín Oficial, para adaptarse a las obligaciones contenidas en 
la misma. En dicho plazo, conservarán plena vigencia el decreto 1172, del 3 de 
diciembre de 2003, y el decreto 117, del 12 de enero de 2016, así como toda otra norma 
que regule la publicidad de los actos de gobierno y el derecho de acceso a la información 
pública. 

ARTÍCULO 39. — Cláusula transitoria 2. Hasta tanto los sujetos pasivos enumerados 
en el artículo 7° de la presente creen los organismos previstos en el artículo 28, la 
Agencia de Acceso a la Información Pública creada por el artículo 19 cumplirá esas 
funciones respecto de los que carezcan de ese organismo. 

ARTÍCULO 40. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS CATORCE DÍAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL 
DIECISÉIS. 

— REGISTRADO BAJO EL N° 27275 — 

EMILIO MONZÓ. — FEDERICO PINEDO. — Eugenio Inchausti. — Juan P. Tunessi. 

Fecha de publicación 29/09/2016  
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DECRETO Número: 206 

Fecha B.O.: 28-mar-2017 

Cita: LEG85679Visto el Expediente N° EX-2016-05053914-APN-SECAPEI#MI del 
Registro del MINISTERIO DEL INTERIOR, OBRAS PÚBLICAS Y VIVIENDA y la Ley Nº 
27.275 de Acceso a la Información Pública, y 

CONSIDERANDO: 

Que el derecho de acceso a la información pública es fundamental para el ejercicio de 
otros derechos y se deriva de la libertad de expresión. 

Que a su vez, este derecho se vincula estrechamente con el principio republicano de 
publicidad de los actos de gobierno. 

Que el derecho de acceso a la información se infiere de los artículos 1, 33 y 38 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL y se reconoce explícitamente en múltiples tratados 
internacionales de protección de los derechos humanos que cuentan con jerarquía 
constitucional conforme al artículo 75, inciso 22. 

Que dando cuenta de la importancia de regular el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública, el PODER EJECUTIVO NACIONAL, envió un proyecto de ley al 
CONGRESO NACIONAL que fue aprobado por una amplia mayoría de los legisladores. 

Que la sanción de la Ley N° 27275 implicó saldar una deuda con la sociedad que venía 
reclamando una ley de acceso a la información pública por más de DIEZ (10) años. 

Que si bien era necesaria la sanción de una ley de acceso a la información pública, en el 
ámbito del PODER EJECUTIVO NACIONAL se contaba ya con el Decreto Nº 1172/03 
que regula el ejercicio del derecho, con lo cual muchas de las reglas contenidas en la 
nueva ley son producto de las experiencias y aprendizajes que dejó la implementación 
de aquel instrumento. 

Que una vez entrada en vigencia la Ley N° 27275 corresponde su adecuada 
implementación, por lo cual una reglamentación que dé forma al texto de la ley es 
sustancial para dar inicio a esta nueva etapa. 

Que la reglamentación que aprueba el presente decreto es producto de múltiples y 
enriquecedores debates, así como de una consulta pública en la que se puso a 
consideración de la 

sociedad civil la necesidad de reglamentar algunos aspectos de la ley. 

Que conforme lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley Nº 27.275, corresponde disponer 
la entrada en vigencia del presente decreto el día 29 de septiembre de 2017. 

Que ha tomado la intervención de su competencia la DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DEL INTERIOR, OBRAS PÚBLICAS Y 
VIVIENDA. 

Que el presente se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 
1 y 2, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1.- Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 27.275 de Acceso a la 
Información Pública, que como ANEXO I (IF-2017-04217975-APN-MI), forma parte 
integrante del presente. 

Artículo 2.- La AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA actuará en el 
ámbito de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. 
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Artículo 3.- El JEFE DE GABINETE DE MINISTROS dictará las normas aclaratorias y 
complementarias que resultaren pertinentes para la aplicación de la presente medida, en 
el marco de su competencia. 

Artículo 4.- El presente decreto entrará en vigencia el 29 de septiembre de 2017. 

Artículo 5.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese.- 

E/E MICHETTI.- Marcos Peña.- Rogelio Frigerio. 

 

ANEXO I 

Artículo 1.- Sin reglamentar. 

Artículo 2.- Sin reglamentar. 

Artículo 3.- Sin reglamentar. 

Artículo 4.- Sin reglamentar. 

Artículo 5.- A los efectos de la presente reglamentación, se entenderá por formatos 
digitales abiertos a aquellos formatos que mejor faciliten su utilización, procesamiento y 
redistribución por parte del solicitante. 

Artículo 6.- Los sujetos obligados deberán entregar la información de forma totalmente 
gratuita, excepto en aquellos casos en que estuviesen autorizados expresamente por la 
normativa vigente a cobrar un arancel o equivalente en concepto de contraprestación por 
el servicio brindado. 

En caso de que los sujetos obligados posean una versión electrónica de la información 
solicitada, deberán enviarla al particular sin costo alguno o ponerla a su disposición, 
comunicándole a éste los datos que le permitan acceder a la misma. 

De no existir versión electrónica, podrán reproducir la información solicitada en copias 
simples, medios magnéticos, ópticos, sonoros, visuales, holográficos u otros medios. En 
esos supuestos, los costos de reproducción correrán a cargo del solicitante, y el pago 
respectivo deberá hacerse previamente a la reproducción de la información. 

El costo de reproducción deberá ser establecido periódicamente por la Agencia de 
Acceso a la Información Pública. 

Artículo 7.- Sin reglamentar. 

Artículo 8.- A los efectos de la presente reglamentación: 

a) El carácter reservado, confidencial o secreto de la información clasificada por razones 
de defensa, política exterior o seguridad interior debe ser dispuesto por normas que 
reglamenten el ejercicio de la actividad y por acto fundado de las respectivas autoridades 
competentes, de forma previa a la solicitud de información. 

En caso de no existir previsión en contrario, la información clasificada como reservada, 
confidencial o secreta mantendrá ese estado durante DIEZ (10) años desde su 
producción, transcurridos los cuales, el sujeto obligado deberá formular un nuevo análisis 
respecto de la viabilidad de desclasificar la información a fin de que alcance estado 
público. 

b) Se encuentra específicamente protegido el secreto financiero contemplado en los 
artículos 39 y 40 de la Ley N° 21.526 y normas concordantes y complementarias y toda 
aquella normativa que la modifique o reemplace. 

c) Se entenderá como información cuya revelación pudiera perjudicar el nivel de 
competitividad o lesionar los intereses del sujeto obligado, aquella que: 
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1) Sea secreta, en el sentido de que no sea, en todo o en las partes que la componen, 
generalmente conocida ni fácilmente accesible para personas introducidas en los 
círculos en que normalmente se utiliza el tipo de información en cuestión; y 

2) Tenga un valor comercial por ser secreta; y 

3) Haya sido objeto de medidas razonables, en las circunstancias, para mantenerla 
secreta, tomadas por el sujeto obligado que legítimamente la controla. 

d) Sin reglamentar. 

e) La información en poder de la Unidad de Información Financiera exceptuada del 
acceso a la información pública comprende a toda aquella recibida, obtenida, producida, 
vinculada o utilizada para el desarrollo de sus actividades en las áreas de seguridad, 
sumarios, supervisión, análisis y asuntos internacionales y la información recibida de los 
sujetos obligados enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25246 y sus modificatorias. 

f) Sin reglamentar. 

g) Sin reglamentar. 

h) Sin reglamentar. 

i) La excepción será inaplicable cuando el titular del dato haya prestado consentimiento 
para su divulgación; o cuando de las circunstancias del caso pueda presumirse que la 
información fue entregada por su titular al sujeto obligado con conocimiento de que la 
misma estaría sujeta al régimen de publicidad de la gestión estatal; o cuando los datos 
estén relacionados con las funciones de los funcionarios públicos. 

Asimismo, los sujetos obligados no podrán invocar esta excepción si el daño causado al 
interés protegido es menor al interés público de obtener la información. 

j) Sin reglamentar. 

k) Sin reglamentar. 

l) Sin reglamentar. 

m) Sin reglamentar. 

En las causas judiciales donde se investiguen y juzguen casos de graves violaciones a 
los derechos humanos, genocidio, crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad, no 
serán aplicables las excepciones contenidas en este artículo, debiendo el sujeto obligado 
suministrar la información requerida en el marco de la causa. 

Artículo 9.- Sin reglamentar. 

Artículo 10.- En el caso que la solicitud sea remitida a un sujeto obligado distinto del 
requerido, tal circunstancia deberá ser puesta en conocimiento del solicitante, 
informándole: 

a) El órgano u organismo al que fuera remitido; 

b) Los datos de contacto del responsable de acceso a la información pública en el ámbito 
del mismo; 

c) La fecha en que se realizó la derivación. 

Tanto la remisión de la solicitud como su comunicación al solicitante deberá efectuarse 
dentro del plazo de CINCO (5) días hábiles, contados desde la presentación de la 
solicitud. 

Artículo 11.- El plazo se computará desde el momento en que la solicitud fuera recibida 
por el sujeto obligado que cuente con la información pública requerida. 

El responsable de acceso a la información pública deberá determinar por decisión 
fundada tanto el otorgamiento de la prórroga como la denegatoria de la reducción del 
plazo. 
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Artículo 12.- En caso de hacer uso del sistema de tachas, la máxima autoridad del 
sujeto obligado deberá fundamentar los motivos por los cuales la información no 
entregada se enmarca en alguna de las excepciones del artículo 8 de la Ley N° 27275. 

Artículo 13.- El acto denegatorio de la solicitud de información deberá ser puesto en 
conocimiento del solicitante en el lugar de contacto fijado al momento de realizar la 
solicitud, indicándose las vías de reclamo existentes contra dicho acto, los plazos para 
su interposición y los requisitos formales establecidos en el artículo 16 de la Ley Nº 
27.275. 

Asimismo, se deberá indicar que no es necesario agotar la vía administrativa. 

Toda impugnación o planteo de nulidad deberá ser efectuado por las vías previstas en el 
artículo 14 de la Ley N° 27275. 

Se entenderá como máxima autoridad a: 

a. Ministros o autoridad de igual rango; 

b. Máxima autoridad de entes autárquicos y/o descentralizados; 

c. Funcionarios que representen al Estado en el órgano de administración de las 
sociedades del Estado o con participación estatal; 

d. Rectores de las universidades nacionales y decanos de sus facultades. 

La máxima autoridad podrá delegar la emisión del acto de denegatoria de información en 
un funcionario cuyo cargo no sea inferior al de Director Nacional o equivalente según el 
sujeto obligado de que se trate. 

Artículo 14.- La presentación del reclamo previsto en el artículo 15 de la Ley Nº 27.275 
interrumpe el plazo para promover la acción de amparo. 

Artículo 15.- El reclamo presentado ante el organismo o entidad requerida deberá ser 
remitido a la Agencia de Acceso a la Información Pública dentro de los CINCO (5) días 
hábiles de interpuesto. 

Artículo 16.- Sin reglamentar. 

Artículo 17.- 

a) Sin reglamentar 

b) En caso de corresponder, la Agencia de Acceso a la Información Pública requerirá al 
sujeto obligado que en el plazo de DIEZ (10) días hábiles fundamente adecuadamente la 
decisión o ponga a disposición del interesado la información. 

Artículo 18.- Sin reglamentar. 

Artículo 19.- Sin reglamentar. 

Artículo 20.- Sin reglamentar. 

Artículo 21.- Todos los plazos previstos en el artículo 21 de la Ley Nº 27.275 se 
contarán en días hábiles administrativos. 

Artículo 22.- Sin reglamentar. 

Artículo 23.- Sin reglamentar. 

Artículo 24.- Sin reglamentar. 

Artículo 25.- Sin reglamentar. 

Artículo 26.- 

a) Sin reglamentar. 

b) Sin reglamentar. 

c) Sin reglamentar. 
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d) Se aplicará el procedimiento de remoción previsto en el artículo 27 de la Ley Nº 
27.275. 

Artículo 27.- Frente a una causal de remoción o de incompatibilidad o inhabilidad del 
Director de la Agencia de Acceso a la Información Pública, el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL deberá iniciar el procedimiento previsto para su remoción. 

Una vez iniciado el procedimiento, se correrá traslado al Director de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública de la causal de remoción que se le imputa para que en 
el término de DIEZ (10) días efectúe su descargo y ofrezca la prueba pertinente. 

Efectuado el descargo, o vencido el plazo, y producida en su caso la prueba, el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL dará intervención a la Comisión Bicameral del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN prevista en el artículo 27 de la Ley N° 27275 para que 
dictamine sobre la remoción impulsada. 

Artículo 28.- Sin reglamentar. 

Artículo 29.- Sin reglamentar. 

Artículo 30.- Sin reglamentar. 

Artículo 31.- Sin reglamentar. 

Artículo 32.- Sin reglamentar. 

Artículo 33.- Sin reglamentar. 

Artículo 34.- Sin reglamentar. 

Artículo 35.- Sin reglamentar. 

Artículo 36.- Sin reglamentar. 

Artículo 37.- Sin reglamentar. 

Artículo 38.- Sin reglamentar. 

Artículo 39.- Sin reglamentar. 

IF-2017-04217975-APN-MI 

 

 



65 

 

ANEXO IV 

LISTA DE PERSONAS QUE RESPONDIERON EL CUESTIONARIO 

 

PERU: 

P.1: Historiador, máster en archivística, docente universitario, funcionario del 

AGN. 

P.2: Abogado, archivero, docente universitario, ex funcionario del AGN. 

P.3: Abogado, archivero, funcionario del gobierno nacional. 

P.4: Archivero, funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

P.5: Funcionario del Ministerio de Justicia. 

 

COLOMBIA: 

C.1: Profesional en Sistemas de Información y Documentación, Bibliotecólogo y 

Archivista, máster en Investigación en Documentación. Asesor del AGN. 

C.2: Profesional en Sistemas de Información, Bibliotecología y Archivística, 

máster en docencia. Docente universitario, funcionario del AGN. 

C.3: Doctor en Información y Documentación, máster en docencia; Especialista 

en Sistemas de Información y Gerencia de Documentos, pregrado en 

derecho y en bibliotecología y archivística. 

C.4: Antropólogo, funcionario del AGN. 

C.5: Máster en Gestión Documental y Administración de Archivos. Docente 

universitario y funcionario del AGN. 

 

ARGENTINA: 

A.1: Doctor en derecho, docente universitario y funcionario universitario. 

A.2: Contador público, docente universitario, ex funcionario público provincial. 

A.3: Abogado, magister en Administración y Políticas Públicas, funcionario de la 

Agencia de Acceso a la Información Pública. 

A.4: Licenciado en historia, archivero, docente universitario, funcionario del AGN. 

A.5: Licenciado en Ciencias políticas; funcionario del Ministerio del Interior.  


	DECRETO SUPREMO N  043-2003-PCM
	EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
	Decreto Supremo N  072-2003-PCM
	ANEXO II
	LEY N  1712  -  6 MARZO 2014
	"POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA LA LEY DE TRANSPARENCIA Y DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA NACIONAL y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES".

	DECRETO 103 DE 2015 NIVEL NACIONAL
	ANEXO III
	DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
	ANEXO IV
	LISTA DE PERSONAS QUE RESPONDIERON EL CUESTIONARIO
	PERU:
	P.1: Historiador, máster en archivística, docente universitario, funcionario del AGN.
	P.2: Abogado, archivero, docente universitario, ex funcionario del AGN.
	P.3: Abogado, archivero, funcionario del gobierno nacional.
	P.4: Archivero, funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores.
	P.5: Funcionario del Ministerio de Justicia.
	COLOMBIA:
	C.2: Profesional en Sistemas de Información, Bibliotecología y Archivística, máster en docencia. Docente universitario, funcionario del AGN.
	C.3: Doctor en Información y Documentación, máster en docencia; Especialista en Sistemas de Información y Gerencia de Documentos, pregrado en derecho y en bibliotecología y archivística.
	C.5: Máster en Gestión Documental y Administración de Archivos. Docente universitario y funcionario del AGN.
	ARGENTINA:
	A.1: Doctor en derecho, docente universitario y funcionario universitario.
	A.2: Contador público, docente universitario, ex funcionario público provincial.
	A.3: Abogado, magister en Administración y Políticas Públicas, funcionario de la Agencia de Acceso a la Información Pública.
	A.4: Licenciado en historia, archivero, docente universitario, funcionario del AGN.
	A.5: Licenciado en Ciencias políticas; funcionario del Ministerio del Interior.


